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En los procesos penales por ejecuciones extrajudiciales perpetradas por agentes 
estatales en el periodo de la política de Seguridad Democrática, ni los jueces ni la fiscalía 
han identificado la sistematicidad - elemento característico del delito de lesa humanidad- 
con una política estatal diseñada a nivel nacional, esto se debe, en parte, a que no se ha 
profundizado lo suficiente en la relación del móvil y el modus operandi en el análisis de la 
sistematicidad. 
Este trabajo explora el concepto de sistematicidad como elemento del delito de lesa 
humanidad empleado en la jurisprudencia colombiana, identifica las consecuencias de su 
tratamiento judicial y caracteriza la relación entre el móvil y el modus operandi como sus 
elementos en casos de ejecuciones extrajudiciales perpetradas en el periodo de la 








In criminal trials for extrajudicial executions committed by state agents in the period of 
Democratic Security Policy, neither judges nor prosecution had identify systematicity -
characteristic element of crime against humanity- as a state policy designed at national 
level, this is due in part, to the fact that they had not gone enough in depth on the 
relationship between motive and modus operandi in the systematicity analysis 
This paper explores the concept of systematicity as an element of the crime against 
humanity, applied in Colombian criteria of case-law, identifies the consequences of its 
judicial treatment and characterizes the relationship between motive and modus operandi 
as its elements in cases of extrajudicial executions committed in the period of the 
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Se ha definido como ejecución extrajudicial el asesinato de una persona en estado de 
indefensión. El fenómeno de las ejecuciones extrajudiciales en Colombia es de vieja data 
y se podrían diferenciar varios periodos históricos de acuerdo a las características de las 
violaciones al derecho a la vida imputables a los agentes del Estado. 
Así, los móviles de las ejecuciones extrajudiciales han variado de periodo en periodo, al 
igual que los modos de perpetración, la tasa de reiteración, la sistematicidad y otros 
factores que resultan asociados a la situación política, la configuración de las fuerzas 
sociales y las políticas estatales. 
La práctica de ejecuciones extrajudiciales de opositores políticos no es para nada nueva 
en Colombia, es bien conocido el genocidio de la Unión Patriótica, que fue definido por la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos y por la Corte Suprema de Justicia como un 
crimen de lesa humanidad; igualmente, las fuerzas estatales han sido encontradas 
responsables de numerosas masacres asociadas a las dinámicas de guerra contra la 
subversión, bien se podría estudiar la geografía de Colombia con estos actos de 
atrocidad que ha sufrido el país. Igualmente han sido práctica generalizada de las fuerzas 
armadas las ejecuciones extrajudiciales de jóvenes de los sectores populares, así como 
de destechados en las ciudades. 
Una de las modalidades de ejecuciones extrajudiciales ha estado asociada con lo que 
perversamente se ha dado en denominar “limpieza social”, en que las víctimas son 
personas consideradas por los perpetradores como indeseables por la sociedad, por 
tratarse de indigentes o quienes ocasional o cotidianamente realizan actividades 
delictivas pertenecientes a sectores populares y, en general, personas estigmatizadas 
por su extracción social humilde. 
A efectos de este trabajo se ha escogido el periodo de la denominada política de 
seguridad democrática, por dos aspectos principalmente: en este periodo se disparó el 
fenómeno y desde la perspectiva general los móviles estaban directamente asociados a 
la estrategia propagandística de guerra del gobierno, es así como el análisis del móvil 
resulta ser un aspecto de suprema importancia en el estudio de la sistematicidad de 
estos crímenes.  
A pesar del escándalo mediático que significó el fenómeno, el aparato judicial 
Colombiano, en general, ha sido funcional a la impunidad, ya que a pesar de que se han 
desarrollado varios proceso en los que se han producido condenas para los 
responsables, también es cierto, que tales casos solo significan un reducido porcentaje 
de los denunciados; por otra parte, en los casos que ha sido asumidos por el sistema 
penal, no se han considerado como crímenes de lesa humanidad y el elemento 
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sistematicidad que comporta este ataque a la población civil no ha sido abordado en su 
profundidad. 
El interés de este trabajo lleva a seleccionar como problema de investigación el que se 
ha identificado como que, en los casos por ejecuciones extrajudiciales perpetradas 
durante el periodo de la Política de Seguridad Democrática, el debate judicial no ha 
contribuido sustancialmente al entendimiento de la sistematicidad, en cuanto elemento 
característico del delito de lesa humanidad, implícito en tales conductas.  
Para la identificación de este problema hemos partido de la siguiente pregunta: ¿Cómo 
ha sido abordada en los debates judiciales la sistematicidad en cuanto elemento del 
delito de lesa humanidad en casos de ejecuciones extrajudiciales perpetradas en el 
periodo de la política de seguridad democrática?  
La hipótesis inicialmente formulada es que la sistematicidad tenida en cuenta como 
elemento del delito de lesa humanidad que constituyen las ejecuciones extrajudiciales 
perpetradas en el periodo de la política de “Seguridad Democrática” no ha sido suficiente 
y profundamente abordada en los debates judiciales. 
En los procesos por ejecuciones extrajudiciales perpetradas en el periodo de la política 
de seguridad democrática, ni los jueces ni la fiscalía han identificado la sistematicidad - 
elemento característico del delito de lesa humanidad- con una política estatal diseñada a 
nivel nacional, esto se debe, en parte, a que no se ha profundizado lo suficiente en la 
relación del móvil y el modus operandi en el análisis de la sistematicidad. 
Por tanto, el objetivo general de este trabajo es contribuir al debate sobre la 
sistematicidad como elemento del delito de lesa humanidad en las ejecuciones 
extrajudiciales perpetradas en el periodo de la política de seguridad democrática en con 
el fin de aportar elementos a su tratamiento judicial.  
También se han definido como objetivos específicos, establecer el concepto 
sistematicidad como elemento del delito de lesa humanidad empleado en la 
jurisprudencia y la doctrina; caracterizar la relación entre el móvil y el modus operandi 
como elementos de la sistematicidad en las ejecuciones extrajudiciales perpetradas en el 
periodo de la política de “seguridad democrática” e identificar las consecuencias de 
actual tratamiento judicial de la sistematicidad, como elemento del delito de lesa 
humanidad en los casos de ejecuciones extrajudiciales perpetradas durante el periodo de 
la política de seguridad democrática. 
Para el efecto, se ha desarrollado una metodología transversal a cada uno de los 
objetivos específicos, para lo cual, en una primera etapa positiva, se han diseñado 
instrumentos de levantamiento de información, en doctrina y jurisprudencia e información 
procesal, de los casos seleccionados para el estudio empírico (intervenciones de fiscalía, 
víctimas y autos de los jueces), diferenciando las fuentes primarias y secundarias.  
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En una segunda etapa hermenéutica, de primer nivel, se realizó el análisis dogmático de 
los elementos del delito de lesa humanidad, la sistematización del estado del arte y del 
marco teórico mediante la revisión y análisis de la información recopilada y revisada. 
En una tercera etapa hermenéutica, de segundo nivel, se elaboraron las conclusiones 
mediante la síntesis de los elementos recopilados revisados y sistematizados. 
El trabajo se desarrolla a partir de dos partes, la primera, en la que se hace un análisis 
empírico y consta de los primeros tres capítulos y, la segunda parte, referida al análisis 
dogmático,  que consta de los capítulos restantes. 
El objeto del primer capítulo es presentar el contexto político y social de Colombia 
durante el periodo de la política de la “seguridad democrática”, por ser este el periodo 
seleccionado para el estudio del fenómeno de las ejecuciones extrajudiciales, en que las 
víctimas, generalmente, fueron jóvenes o personas real o aparentemente desarraigadas. 
Tales crímenes, a nuestro entender, contaron con unas características que las 
diferencian de las ejecuciones extrajudiciales perpetradas en otros periodos en la historia 
reciente de Colombia; aunque este capítulo se desarrollará desde una mirada muy 
general, en la que no se profundizará en las causas, resulta importante para ubicar, a 
cualquier lector, en el contexto y permitir que se evidencien las diferencias y 
particularidades del periodo. 
Para el efecto, el primer capítulo se ha dividido en tres apartados, que permitan al lector 
establecer características específicas del periodo político, lo que será de utilidad para 
presentar la tesis del trabajo. 
Con relación al desarrollo del tratamiento del capítulo, se ha encontrado que la mayoría 
de los documentos de los organismos internacionales y Organizaciones No 
Gubernamentales de derechos humanos consisten de descripción y denuncia de los 
hechos, de los mecanismos procesales para garantizar la impunidad y, en algunos casos 
se hacen análisis políticos, pero no un estudio del desarrollo y las perspectivas 
jurisprudenciales y del tratamiento de las categorías de la doctrina jurídica asociadas en 
los estrados judiciales. 
El capítulo quinto desarrolla el análisis del esquema dogmático del delito, donde se 
identifican los elementos que lo caracterizan como de lesa humanidad. En el segundo 
capítulo, se aborda el propósito propagandístico de las ejecuciones extrajudiciales como 
política de estado, analizando como el manejo mediático del fenómeno por el gobierno, 
antes de ser develado. 
El capítulo tercero dedicado específicamente a la identificación de los elementos que 
constituyen la sistematicidad en las ejecuciones extrajudiciales durante el periodo de la 
política de la seguridad democrática, se divide en tres apartados: uno, dedicado al 
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estudio del modus operandi, el segundo, referido al móvil y el tercero, analiza la relación 
entre los dos anteriores aspectos. 
El Capítulo cuarto aborda el análisis de los delitos de lesa humanidad desde la 
perspectiva del derecho internacional, tanto de los derechos humanos como del derecho 
internacional humanitario, este capítulo se enfoca especialmente el problema de la 
calificación heterogénea de las ejecuciones extrajudiciales en los diferentes procesos y 
las implicaciones del mismo.  
Por cuanto las decisiones judiciales y posiciones de los intervinientes en los procesos 
judiciales por ejecuciones extrajudiciales se han planteado posiciones que coinciden con 
los planteamientos de la teoría de la autoría mediata es pertinente establecer dentro en el 
capítulo sexto el alcance de la teoría y su adopción en la doctrina y jurisprudencia 
nacional, lo cual, sin duda, contribuye como herramienta para el análisis del tratamiento 
del fenómeno en los estrados judiciales. 
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1. Capítulo 1: Contexto político y social de las 
Ejecuciones Extrajudiciales en Colombia 
Durante el Periodo de la Política de 
Seguridad Democrática 
1.1 Conflicto Armado y Derechos Humanos en Colombia 
El conflicto armado ha sido, en general, marco político de las ejecuciones extrajudiciales 
en Colombia, ha sido empleado por los diferentes gobiernos como justificante de políticas 
represivas, contra la población civil y en gran medida contra los no combatientes. 
El trabajo de Gustavo Gallón, aporta elementos para el análisis de las dificultades y 
necesidad del trabajo de defensa y promoción de los derechos humanos en medio del 
prolongado conflicto armado entre el estado colombiano y las guerrillas de corte 
izquierdista. La obra publicada en 1991, hace un análisis histórico desde los años setenta 
del siglo XX, estudiando las partes del conflicto, en especial, quienes defienden el 
establecimiento o propenden por su preservación. El análisis se hace a partir de una 
periodización de las modalidades etapas por las que ha discurrido la guerra en Colombia, 
igualmente, el trabajo consultado establece las diferencias de los “regímenes” en el poder 
y sus discursos justificantes de la represión, similar análisis desarrolla respecto a la 
insurgencia incluyendo el análisis jurídico de la actividad subversiva recurriendo a la 
comparación con el derecho internacional humanitario (Gallón, 1991) 
Igualmente, el informe ¡Basta ya! del Grupo de Memoria Histórica del Centro Nacional de 
Memoria Histórica, da cuenta de cincuenta años de guerra en Colombia, y aborda el 
problema de la degradación del conflicto y sus consecuencias para la población civil, 
entregado al Presidente de la República en el año 2013. El informe hace referencia a las 
dimensiones y modalidades de la violencia en el conflicto armado, sus orígenes y 
crecimiento, impactos y daños teniendo en cuenta la perspectiva de las víctimas y 
sobrevivientes. Por cuanto el informe es el producto de un trabajo desde la política 
estatal transicional incluye, también, un capítulo de recomendaciones, que resulta de 
gran importancia en el análisis de los problemas a abordar en el trabajo. (Grupo de 
Memoria Histórica, 2013). 
El libro “Una democracia asediada. Balance y perspectivas del conflicto armado en 
Colombia”, publicado en medio del estupor del mundo ante la postura del entonces 
presidente de Colombia Álvaro Uribe, que sostenía (igual que hoy) la inexistencia de un 
conflicto armado, ante lo cual Pizarro es uno de los que controvierte, reconociendo desde 
la academia el conflicto armado y describiéndolo desde sus de raíces políticas; 
definiéndolo como de baja intensidad y alta victimización de los civiles. En esta obra, el 
reiterado uso de la formula “conflicto armado” puede significar el cuidado del autor en no 
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emplear otros términos sinónimos para dejar en claro las implicaciones en los 
instrumentos del derecho internacional. (Pizarro, 2004) 
Pizarro considera a las FARC en una derrota estratégica desde 1998, con lo que se 
aparta de otros analistas que no definen la fase de la guerra, sostiene, además, que por 
estar el conflicto armado colombiano en un punto de inflexión la articulación de la 
comunidad internacional y el sostenimiento de la política de seguridad democrática 
podían llevar a una resolución inminente del conflicto, situación que sin embargo no se 
verificó ni siquiera al término del segundo gobierno de Uribe Vélez, sin embargo, si los 
nefastos efectos en la población civil. (Pizarro Leongómez, 2004) 
Servirá también a los propósitos del desarrollo de ese apartado el informe “Déjennos en 
Paz, La Población Civil, Víctima del Conflicto Armado Interno de Colombia”, publicación 
de amnistía internacional, que hace una descripción de la situación de la población civil 
en Colombia a cuarenta años del inicio del conflicto armado, que sigue siendo la principal 
víctima del tal situación.  
Las declaraciones del gobierno de Álvaro Uribe, según las cuales Colombia se dirigía a la 
paz, no se compadecían con la situación sufrida por la población civil. Amnistía 
Internacional en uno de sus informes (Amnistía Internacional, 2008) examina la situación 
de las comunidades nativas y afrodescendientes, su reducción, desplazamiento y 
desarraigo a causa del conflicto, refiriendo casos de violencia sexual de género con 
ocasión del conflicto, proyectos de vida truncados pero también la resistencia de las 
comunidades a no ser involucradas en el conflicto armado.  
A pesar del desprecio de gobiernos sucesivos a las recomendaciones de las Naciones 
Unidas, Amnistía Internacional persiste en formular nuevas recomendaciones en apoyo a 
las aspiraciones de defensores de los derechos humanos, sindicatos y representantes 
comunales (Amnistía Internacional, 2008). 
El informe de ACNUR sobre derechos humanos en Colombia contribuirá a ilustrar el 
panorama general la evolución y cambios del Conflicto armado y como este afecta a la 
población civil en relación a la violación de los derechos humanos. (Naciones Unidas, 
2013) 
1.2 Antecedentes históricos de las ejecuciones 
extrajudiciales en Colombia 
Resulta necesario desarrollar este apartado para hacer un contexto general del problema 
de las ejecuciones extrajudiciales, si bien el objeto de estudio se circunscribe al periodo 
de la política de la seguridad democrática, también es cierto que el fenómeno de las 
ejecuciones extrajudiciales en Colombia es de vieja data y se podrían diferenciar varios 
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periodos históricos de acuerdo a las características de las violaciones al derecho a la 
vida imputables a los agentes del Estado. 
Así, los móviles de las ejecuciones extrajudiciales han variado de periodo en periodo, al 
igual que los modos de perpetración, la tasa de reiteración, la sistematicidad y otros 
factores que resultan asociados a la situación política, la configuración de las fuerzas 
sociales y las políticas estatales. 
La práctica de ejecuciones extrajudiciales de opositores políticos no es para nada nueva en 
Colombia, es bien conocido el genocidio de la Unión Patriótica, el que fue definido por la Corte 
Suprema de Justicia como un crimen de lesa humanidad; igualmente las fuerzas estatales han sido 
encontradas responsables de numerosas masacres, asociadas a las dinámicas de guerra contra la 
subversión, bien se podría estudiar la geografía de Colombia con estos actos de atrocidad que ha 
sufrido el país. Igualmente, han sido práctica generalizada de las fuerzas armadas las ejecuciones 
extrajudiciales de jóvenes de los sectores populares, así como de destechados en las ciudades. 
Producto del trabajo de cuatro años, el Banco de datos de Derechos Humanos y 
Violencia Política del CINEP publicó en el 2011 un libro que documenta 941 casos 
correspondientes a 1.741 víctimas de ejecuciones extrajudiciales presentadas como 
personas muertas en combate con fecha, hora, lugar, nombre y responsables, que 
comprende el periodo de 1988 a 2011. 
En la publicación se analiza como la reiteración de la conducta convirtió el fenómeno en 
algo cotidiano y repercutió en la evolución del lenguaje castrense en el que las muertes 
en combates, reales o falsos, eran denominadas resultados positivos para llegar a 
simplificarse la expresión en “positivos”, de allí el origen de la expresión mediática con el 
que la prensa comenzó a denominar la conducta, después de que se convirtiera en 
escándalo el caso de los jóvenes de Soacha en el 2008. 
La publicación del CINEP tiene la intención de mostrar los casos desde la perspectiva de 
las víctimas e ilustrar las diferentes formas, modalidades, métodos y lugares en que se 
presentan los crímenes. 
Es de desatacar que casi la totalidad de las ejecuciones extrajudiciales referenciadas en 
el trabajo, perpetradas durante los diferentes periodos, marcados por sucesivos 
gobiernos, existe alguna sistematicidad consistente en la reiteración de modus operandi y 
selección de las víctimas civiles o miembros de grupos armados fuera de combate, en la 
mayoría de los casos se han utilizado mediáticamente las muertes para mostrarlas como 
triunfos de las fuerzas armadas contra la insurgencia. 
Sin embargo, es en el periodo de la política de Seguridad Democrática cuando el 
aumento desproporcionado de ejecuciones extrajudiciales de personas, presentadas 
como caídas en combate, corresponde con una agresiva estrategia mediática de guerra, 
y cuando tales casos fueron empleados dentro de la misma, como lo evidenciaré al 
abordar ese apartado. (CINEP, 2011, p.326) 
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El Informe final de la Misión Internacional de Observación sobre Ejecuciones Extrajudiciales e 
Impunidad en Colombia, en Documentos Temáticos No. 4, publicación del Observatorio de 
derechos humanos y derecho humanitario de la Coordinación Colombia, Europa, Estados Unidos 
(Huck, 2008), es un detallado y completo informe sobre la situación de impunidad asociada a las 
investigaciones y proceso judiciales de casos de ejecuciones extrajudiciales en Colombia, describe 
la lenta marcha del aparto judicial en Colombia en una situación que favorece la impunidad, no 
solo por el retraso de las investigaciones sino también por los mecanismos que sustraen las 
investigaciones de la justicia penal ordinaria, tratando de conservarla en el ámbito de la justicia 
militar. El informe fue complementado con los casos que cubren el periodo 2002-2010, titulado 
“Crímenes de lesa humanidad bajo el mandato de la política de defensa y seguridad democrática” 
El informe también permite ver la tensión y pugna generada por el trabajo de sectores 
democráticos de la sociedad que hace que la tendencia de los procesos judiciales no sea 
unívocamente orientada a la impunidad. 
El documento resulta importante pero no aborda el tratamiento judicial del problema por el 
incipiente avance de los procesos y la reducida cantidad de fallos para el momento de su 
publicación, desde cuando han transcurrido ya varios años. 
Hoy en día se empiezan a producir fallos judiciales en los casos de ejecuciones extrajudiciales, que 
hacen necesario su análisis profundo. Se trata de una situación en desarrollo sobre la que están 
puestos los ojos de la sociedad colombiana y de la comunidad internacional, por lo que, del 
resultado que arroje el aparato judicial, pueden depender importante virajes en la frágil democracia 
colombiana.  
En marzo de 2010 el Relator Especial sobre las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o 
arbitrarias, rindió su informe sobre Colombia, en el que destaca los avances del gobierno 
de Colombia en el debilitamiento de las FARC y el ELN en su capacidad de combate y 
reclutamiento, al igual que el control del narcotráfico y la reducción de homicidios, sin 
embargo, con respecto a las ejecuciones extrajudiciales manifiesta que “Las fuerzas de 
seguridad han perpetrado un elevado número de asesinatos premeditados de civiles y 
han presentado fraudulentamente a esos civiles como "bajas en combate"”.- Si bien el 
informe manifiesta que a pesar de que “al parecer” estos crímenes no corresponden a 
una política estatal, tampoco se trató de hechos aislados; el informe se refiere a que las 
unidades militares involucradas se sintieron presionadas para demostrar resultados en la 
guerra cuantificables en número de bajas. También se denuncia que existieron alicientes 
para perpetrar las conductas. 
El informe considera que la estrategia de seguridad del gobierno podría ser un factor de 
agravación de la difícil situación de los civiles, por cuanto las fuerzas armadas incurrían 
en presión para tomar partido, al considerarlos como enemigos potenciales, al no asumir 
su condición de neutrales o víctimas y, por ende, estigmatizándolos.  
El Relator de las Naciones Unidas afirma, en uno de los apartes de su informe: 
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 “[L]os asesinatos ilegales por militares son el resultado de un complicado 
conjunto de factores, todos los cuales han motivado a los individuos para que 
maten y han favorecido un ambiente en el cual tal tipo de matanzas han podido 
ocurrir con impunidad generalizada”. 
 A partir de las entrevistas y declaraciones de los militares, Alston concluye que para 
ellos el éxito equivalía al número de enemigos muertos, de allí es fácil entender que el 
debilitamiento y la reducción del número de miembros de la guerrilla, no era tan 
importante como el resultado a mostrar. 
Las recomendaciones del relator especial dirigidas al gobierno pedían un examen y 
reforma de su política de seguridad. En  este punto resulta importante observar que el 
relator considera que la situación de reiteración de las ejecuciones extrajudiciales no 
pareciera ser producto de una política estatal, sin embargo, la principal recomendación 
es reformar la política de seguridad del Estado, aunque la recomendación se hace en pro 
de la legitimidad.  
Otra de las recomendaciones es el fortalecimiento de la capacidad de las instituciones 
estatales para exigir que los responsables de las violaciones a los derechos humanos y 
al derecho internacional humanitario asuman su responsabilidad, identificando allí que 
existen obstáculos representados en instituciones que, como la justicia penal militar, 
entraban la investigación al asumir los procesos judiciales de los que no tienen 
competencia. Igualmente, sugiere al gobierno evitar que sus políticas contribuyan a la 
revictimización de quienes han sido afectados por las partes en el conflicto. (Alston, 31 
de marzo de 2010) 
1.3 Contexto político de las ejecuciones extrajudiciales 
en el periodo de la política de la seguridad 
democrática 
Uno de los espacios locales que sirvieron al desarrollo del paramilitarismo como proyecto político 
y que podría calificarse como experiencia piloto, fue el departamento de Córdoba, donde las 
atrocidades paramilitares no solamente significaron graves violaciones a los derechos humanos de 
la población civil, sino que sirvieron de escenario de componendas y concertación para poderosos 
simpatizantes del paramilitarismo. 
A principios de siglo el paramilitarismo había cooptado en Colombia importantes espacios 
políticos locales en que varias personalidades de trayectoria política importante se adscribieron a 
su proyecto, tales circunstancias confluyeron en la proyección de un líder político a nivel nacional 
que resultó electo presidente en el 2002. (Cepeda I. R., 2009) 
Después de las confesiones del ex general Mauricio Santoyo, quien fuera jefe de seguridad de 
Uribe mientras fue presidente, y testimonios de varios jefes paramilitares e informes oficiales, salió 
Sistematicidad en Ejecuciones Extrajudiciales 2002 - 2010 15 
 
 
a la luz, más ampliamente, la fuerte relación del expresidente con el surgimiento de los grupos 
paramilitares en el departamento de Córdoba (Cepeda I. U., 2014). 
La asunción del poder político en Colombia por Avaro Uribe estuvo marcada por un clima 
de amenaza de medidas draconianas contra los movimientos sociales y la oposición 
política a los que desde el principio de su mandato calificó como aliados de la guerrilla, 
generando un ambiente de polarización en el que involucró a los sectores de la población 
civil en la guerra, dentro de una lógica de quien no está conmigo está contra mí. 
Desde su primera campaña electoral a la presidencia, Uribe centró su discurso en la 
lucha contra la guerrilla y en la solución militar de un conflicto armado que desconoció, 
tachando a la insurgencia armada como terroristas. Por su negativa a reconocer el 
carácter de beligerante a las FARC, promovió la negación de la existencia del conflicto 
armado mismo.  
El desafío asumido por Uribe Vélez era pues de gran envergadura, destruir a las FARC 
militarmente, teniendo en cuenta las dimensiones de la guerrilla y su historia el 
compromiso fue de tal dimensión, que no se cumpliría ni en el primer periodo ni en el 
segundo, después de conseguir ser reelegido, gracias a la reforma constitucional, que 
lograra a través de la alianza que lo apoyara en el congreso y después del fracaso de un 
plebiscito en tal sentido. 
Si bien Álvaro Uribe no terminó por la vía militar con la guerrilla, durante los dos periodos 
que gobernó en cuerpo propio, asestó importantes golpes a la subversión y 
definitivamente en los medios resultó triunfador. Es importante señalar que al inicio de su 
mandato se calculaba que la insurgencia contaba con alrededor de dieciséis mil hombres 
y mujeres y durante sus dos periodos presidenciales Uribe presentó cifras de guerrilleros 
desmovilizados, capturados y muertos en combate que daban para pensar que 
efectivamente por sustracción de materia la guerrilla dejaría de existir en Colombia, 
incluso, un análisis exclusivamente basado en las cifras arrojaría la conclusión de que 
Uribe acabo más de una vez con la guerrilla, pues las cifras de desmovilizados, 
capturados y muertos en combate superan el número de Guerrilleros que se calculaba 
para el año 2002. Sin embargo, resulta fehaciente que tanto las FARC como el ELN 
continúan existiendo, combatiendo, controlando importantes zonas, rutas y con influencia 
y control de buena parte de la población. 
Durante los dos gobiernos consecutivos de Uribe la situación política y social del país fue 
catalogada como de crisis humanitaria, por los altos índices de violencia política, 
desplazamiento masivo y forzado, el involucramiento de las fuerzas armadas en los 
crímenes del paramilitarismo, la generalización de la impunidad bajo el manto de las altas 
esferas del poder en las instituciones políticas y jurídicas, al tiempo que desde el 
gobierno se ignoraban las recomendaciones de la oficina de la alta comisionada de 
Naciones Unidas para los derechos humanos y la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos. (Kucharz, 2007) 
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En el periodo de la política de Seguridad Democrática se incrementaron los casos de 
ejecuciones extrajudiciales, desapariciones forzadas seguidas de homicidios de 
campesinos, indígenas, miembros de organizaciones sociales, jóvenes desempleados de 
las ciudades y otras personas generalmente de condición social humilde, a quienes 
posteriormente se les presentaba por las fuerzas armadas del estado como miembros de 
la insurgencia abatidos en combate. 
La conjunción de varios factores entre los que se encuentra el trabajo de sensibilización sobre las 
violaciones a los derechos humanos y los crímenes de lesa humanidad por parte de los organismos 
de derechos humanos gubernamentales y no gubernamentales, el interés de algunos medios por 
varios casos de violaciones a los derechos humanos, hicieron posible que las operaciones 
aparentemente aisladas de unidades de las fuerzas armadas llegaran a ser analizadas en un contexto 
general para evidenciar que se trataba de una conducta, generalizada y sistemática, con el tiempo 
se llegó a establecer a través incluso, de procesos judiciales que el modus operandi era el mismo en 
más de tres mil casos en que mediante falsas promesas de vinculación laboral, entre otros 
mecanismos, se reclutaban jóvenes para después de ejecutarlos, presentarlos como guerrilleros 
caídos en combate. 
Tales ejecuciones extrajudiciales son seguidas de conductas tendientes garantizar la impunidad 
como el ocultamiento de la identidad de las víctimas y la adulteración de la escena del crimen 
(González Amado, 2011). 
De acuerdo a las cifras la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos de la ONU, 
en Colombia se han producido alrededor de tres mil (3.000) víctimas de ejecuciones extrajudiciales 
entre los años 2004 a 2008, de las cuales en un reducido porcentaje la Fiscalía General de la 
Nación ha acusado a presuntos responsables, en número aún menor de casos se ha proferido 
sentencia condenatoria en firme y en una cantidad aún menor la sentencia ha considerado 
claramente los hechos como crimen de lesa humanidad. (OACNUDH, 2011, p.7) 
Como resultado del trabajo de los abogados representantes de las víctimas, dentro de los procesos 
penales, así como del trabajo de las organizaciones defensoras de derechos humanos y de la 
presión de organismos internacionales de derechos humanos sobre el estado colombiano, el 
Tribunal Superior de Cundinamarca ha calificado tales conductas como delitos de lesa humanidad 
por entender las conductas como ataques sistemáticos y generalizados contra la población civil en 
operaciones desarrolladas por unidades de las fuerzas armadas con ocasión del conflicto armado 
(Tribunal Superior de Bogotá, 2013). 
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2. Capítulo 2: Crímenes de lesa humanidad 
desde la perspectiva del derecho Penal 
internacional 
2.1 Derecho Penal Internacional  
Resulta de crucial importancia para este trabajo la definición de delito de lesa humanidad. 
Teniendo en cuenta que se trata de una construcción jurídica que encuentra su origen en 
el derecho internacional, es preciso iniciar desde tal perspectiva. 
En cuanto a los estudios académicos, varios de los producidos, analizan los hechos a la 
luz de las categorías y teorías de la doctrina jurídica en especial abordando los 
conceptos de delito de lesa humanidad y sus elementos y teorías respecto al problema 
de la responsabilidad de los agentes en esta clase de punibles (Eser, 2002), a la par del 
desarrollo de la jurisprudencia de las altas cortes, será de gran utilidad la tercera parte de 
la obra de Kai Ambos en los apartados en que se aborda el análisis de los elementos de 
los delitos de competencia de la Corte Penal Internacional. (Ambos, 2002) 
Se abordará la evolución histórica del concepto en los tribunales penales ad hoc hasta 
llegar a la definición del Estatuto de Roma para lo cual será de gran utilidad el trabajo de 
Bassiouni quien fuera uno de los principales impulsores de la creación de la Corte Penal 
Internacional (Bassiouni, 1996), (Ambos, 2013). 
Igualmente, será pertinente detenernos en el análisis de los elementos del delito de lesa 
humanidad enunciados en el estatuto de Roma. (Naciones Unidas, 1998) (Ambos, 2013) 
2.2 El concepto de Crimen de Lesa Humanidad   
La fórmula acuñada por el derecho internacional: delitos de lesa humanidad, sugiere una 
lesión de tal dimensión que trasciende el ámbito de los derechos individuales de a 
víctima, incluso de los de la comunidad o grupo al que pertenece afectando a la 
humanidad toda que permitiéndolos arriesga su condición diferenciadora de otros seres, 
la esencia misma que hace a la totalidad de la especie perteneciente a un mismo 
colectivo.   
La humanidad ha llegado a un desarrollo tal que ha encontrado la perversión de su 
misma condición, conscientes de constituir un conglomerado universal de congéneres, 
todos los individuos de la especie humana, también se hacen consientes a través del 
derecho internacional de la posibilidad de lesión a tal condición de colectivo, por sobre 
los conglomerados humanos de menor dimensión.   
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El concepto de humanidad es pues un concepto de la existencia de una especie 
conectada universalmente por valores, aglutinante que resulta un bien a proteger en sí.     
El haber acuñado el concepto de crimen de lesa humanidad por tanto, comporta la 
necesidad de proteger a la humanidad toda.    
“En primer lugar, la frase “crímenes contra la humanidad” sugiere delitos que 
agravian no solo a las víctimas y sus propias comunidades, sino a todos los seres 
humanos, sin importar su comunidad. En segundo lugar, la frase sugiere que 
estos delitos calan hondo, lesionando el núcleo de humanidad que todos 
compartimos y que nos distingue de otros seres de la naturaleza.” “(…) lo humano 
que los crímenes contra la humanidad violan radica en nuestra condición de 
animales políticos. (…) los crímenes contra la humanidad ofenden este estatus de 
dos maneras: pervirtiendo a la política y atacando, en tándem, la individualidad y 
sociabilidad de las víctimas.”“ (…) crímenes contra la humanidad (…) representan 
una afrenta a nuestra naturaleza de animales políticos, a nuestro doble carácter 
de individuos insociablemente sociales que combinan la autoconsciencia y el 
propio interés con una necesidad natural de socializar (…) los crímenes contra la 
humanidad agreden nuestra individualidad atacándonos exclusivamente debido a 
los grupos a los cuales pertenecemos, y agreden nuestra sociabilidad 
transformando las comunidades políticas en trampas mortales” (LUBAN, 2004, 
pág. 194).  
El perpetrador del crimen de lesa humanidad, por tanto, se ve convertido en un objetivo 
legítimo de toda la humanidad que podría ser señalado como justiciable por cualquier ser 
humano en su condición de víctima. 
 
2.3 Evolución del concepto de crimen de lesa humanidad   
El 28 de mayo de 1915 Francia, Gran Bretaña y Rusia suscriben la declaración en que en 
referencia a la masacre de los armenios por Turquía, se hace alusión tal vez por primera 
vez en el derecho internacional a crímenes contra la humanidad (Ambos pág. 96), de los 
que se responsabilizaba al gobierno turco, los actos atroces correspondían a lo 
perpetrados por ciudadanos turcos contra sus conciudadanos de nacionalidad armenia, 
no se trataba de confrontación entre estados.  El epilogo de la segunda guerra mundial 
fueron los juicios de Núremberg, justicia establecida ad hoc para juzgar las atrocidades 
de los nazis, contra sus propios conciudadanos alemanes, la normatividad aplicable no 
establecía un delito en particular o una característica de los delitos, sino que se apeló al 
derecho internacional consuetudinario para endilgar tal condición a los actos juzgados 
(LUBAN, 2004). 
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Dentro de los instrumentos del derecho internacional que son considerados como los 
precursores del derecho internacional humanitario y del derecho internacional de los 
derechos humanos, por denominarse a leyes de humanidad y referirse a crímenes contra 
la humanidad se destacan tres que dan cuenta del concepto de delito de lesa humanidad, 
tales son: la “Cláusula Martens” de los Convenios de La Haya de 1899 y 19074, en 
referencia a las “leyes de humanidad”; la Declaración Conjunta de gran Bretaña, Rusia y 
Francia del 28 de mayo de 1915, que denomina crímenes contra la humanidad y la 
civilización” y el Informe de la Comisión sobre la Responsabilidad de los Autores de la 
Guerra, de 1919, en el que se endilga la responsabilidad penal por “violaciones a las 
leyes de humanidad”  (VERNON, 2002, pág. P242 y ss. citado por Ambos 2013 p 98).    
Los principios enunciados en estos instrumentos fueron de un alcance bastante amplio y 
comprendían un significativo espectro de conductas que llegaba a asimilarse a la 
protección misma de los derechos humanos. Los responsables de tales conductas 
podían ser individuos o estados, sin diferenciar si se trataba de conductas desarrolladas 
en tiempos de paz o durante una guerra.  Hasta el Estatuto de Roma de la Corte Penal 
Internacional el concepto de crimen de lesa humanidad fue más bien difuso y de precaria 
definición, en efecto, el artículo 7°  recoge la tradición y evolución de la construcción del 
concepto en un catálogo codificado, en lo que algunos han llamado el common law de los 
Crímenes de lesa humanidad (Ambos 2013, pág. 97). 
A pesar de que desde las primeras formulaciones del concepto de Crímenes de lesa 
humanidad, se ha contemplado la posibilidad de que sean cometidos por individuos, la 
realidad se empeña en demostrar que generalmente son cometidos por los estados, el 
concepto de crimen de lesa humanidad en la literatura jurídica está generalmente ligado 
al concepto de crimen de estado (VERNON, 2002)1, con lo que la simple exegesis de los 
instrumentos internacionales no puede darnos razón de la necesidad histórica que 
generó el concepto. En cuanto a la responsabilidad, es importante destacar que dada su 
vinculación a los tratados internacionales de derechos humanos, son los estados los 
llamados a proteger los actos violatorios más graves motivados en la pertenencia de las 
víctimas a una colectividad determinada, más que por sus condiciones individuales 
(LUBAN, Una teoría de los crímenes contra la humanidad, 2004.Pág. 62)    
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3. Capítulo 3. Esquema dogmático del crimen 
de lesa humanidad para el análisis de las 
ejecuciones extrajudiciales 
3.1 Crimen de Lesa Humanidad 
Con la expedición del Código Penal mediante la promulgación de la ley 599 de 2000, el 
estado colombiano incorporó a su legislación los tipos existentes en la legislación penal 
internacional, en particular en el estatuto de Roma, referidos a los delitos de lesa 
humanidad entendidos estos como actos inhumanos que por ser sistemáticos o 
generalizados comportan una ofensa para toda la humanidad. 
Sin embargo, la legislación penal colombiana no hace referencia directa al crimen de lesa 
humanidad, y, por lo mismo, no hay en la normatividad criolla una definición del mismo 
(Forer, 2011). Tal situación despertó la inquietud de los académicos sobre la posibilidad 
de aplicación de delito de lesa humanidad en el contexto nacional, situación que ha 
venido a zanjar la jurisprudencia colombiana (Sentencia C-290/12) (Sentencia C-148/05). 
Hoy la doctrina debate los límites y características del concepto (Macedo, 2007) por lo 
que resulta imperativo para el propósito de este trabajo establecer claramente la 
definición de delito de lesa humanidad denotando cada uno de sus elementos, lo que 
permitirá analizar el tratamiento que en los estrados judiciales se da al concepto y así 
avizorar el panorama de sus efectos. 
3.1.1 Estructura y elementos fundamentales del art. 7. Del 
Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional 
El texto del artículo 7°  del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional es el 
siguiente: 
“Crímenes de lesa humanidad 
“1. A los efectos del presente Estatuto, se entenderá por “crimen de lesa 
humanidad” cualquiera de los actos siguientes cuando se cometa como parte de 
un ataque generalizado o sistemático contra una población civil y con 
conocimiento de dicho ataque: 
“a) Asesinato;  
b) Exterminio;  
c) Esclavitud;  
d) Deportación o traslado forzoso de población; 
e) Encarcelación u otra privación grave de la libertad física en violación de normas 
fundamentales de derecho internacional;  
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f) Tortura;  
g) Violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, 
esterilización forzada o cualquier otra forma de violencia sexual de gravedad 
comparable;  
h) Persecución de un grupo o colectividad con identidad propia fundada en 
motivos políticos, raciales, nacionales, étnicos, culturales, religiosos, de género 
definido en el párrafo 3, u otros motivos universalmente reconocidos como 
inaceptables con arreglo al derecho internacional,  en conexión con cualquier acto 
mencionado en el presente párrafo o con cualquier crimen de la competencia de 
la Corte;  
i) Desaparición forzada de personas;  
j) El crimen de apartheid;  
k) Otros actos inhumanos de carácter similar que causen intencionalmente 
grandes sufrimientos o atenten gravemente contra la integridad física o la salud 
mental o física.  
“2. A los efectos del párrafo 1: 
“a) Por “ataque contra una población civil” se entenderá una línea de conducta 
que implique la comisión múltiple de actos mencionados en el párrafo 1 contra 
una población civil, de conformidad con la política de un Estado o de una 
organización de cometer ese ataque o para promover esa política;  
“b) El “exterminio” comprenderá la imposición intencional de condiciones de vida, 
entre otras, la privación del acceso a alimentos o medicinas, entre otras, 
encaminadas a causar la destrucción de parte de una población; 
“c) Por “esclavitud” se entenderá el ejercicio de los atributos del derecho de 
propiedad sobre una persona, o de algunos de ellos, incluido el ejercicio de esos 
atributos en el tráfico de personas, en particular mujeres y niños; 
“d) Por “deportación o traslado forzoso de población” se entenderá el 
desplazamiento forzoso de las personas afectadas, por expulsión u otros actos 
coactivos, de la zona en que estén legítimamente presentes, sin motivos 
autorizados por el derecho internacional; 
“e) Por “tortura” se entenderá causar intencionalmente dolor o sufrimientos 
graves, ya sean físicos o mentales, a una persona que el acusado tenga bajo su 
custodia o control; sin embargo, no se entenderá por tortura el dolor o los 
sufrimientos que se deriven únicamente de sanciones lícitas o que sean 
consecuencia normal o fortuita de ellas; 
“f) Por “embarazo forzado” se entenderá el confinamiento ilícito de una mujer a la 
que se ha dejado embarazada por la fuerza, con la intención de modificar la 
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composición étnica de una población o de cometer otras violaciones graves del 
derecho internacional. En modo alguno se entenderá que esta definición afecta a 
las normas de derecho interno relativas al embarazo; 
“g) Por “persecución” se entenderá la privación intencional y grave de derechos 
fundamentales en contravención del derecho internacional en razón de la 
identidad del grupo o de la colectividad;  
“h) Por “el crimen de apartheid” se entenderán los actos inhumanos de carácter 
similar a los mencionados en el párrafo 1 cometidos en el contexto de un régimen 
institucionalizado de opresión y dominación sistemáticas de un grupo racial sobre 
uno o más grupos raciales y con la intención de mantener ese régimen; 
“i) Por “desaparición forzada de personas” se entenderá la aprehensión, la 
detención o el secuestro de personas por un Estado o una organización política, o 
con su autorización, apoyo o aquiescencia, seguido de la negativa a admitir tal 
privación de libertad o dar información sobre la suerte o el paradero de esas 
personas, con la intención de dejarlas fuera del amparo de la ley por un período 
prolongado.  
“3. A los efectos del presente Estatuto se entenderá que el término “género” se 
refiere a los dos sexos, masculino y femenino, en el contexto de la sociedad. El 
término “género” no tendrá más acepción que la que antecede. 
El artículo 7° ° del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional contiene el concepto 
de crimen de lesa humanidad, cuya estructura consta de tres aspectos claramente 
diferenciables el primero es el encabezado que define el contexto en el que una conducta 
puede devenir en crimen de lesa humanidad, la segunda parte de la norma enuncia los 
actos que pueden ser considerados como crimen de lesa humanidad, una tercera parte 
del artículo 7° ° contiene algunas necesarias definiciones para la interpretación dentro de 
las cuales la primera hace referencia al encabezado y las restantes al catálogo de 
conductas .  
Establece la primera parte del artículo séptimo: 
“A efectos del presente Estatuto, se entenderá por “crimen de lesa humanidad” 
cualquiera de los actos siguientes cuando se cometa como parte de un ataque 
generalizado o sistemático contra una población civil y con conocimiento de dicho 
ataque.”  
El análisis de los elementos constitutivos de esta primera parte del artículo será de 
crucial importancia en el estudio del tratamiento de la norma en las discusiones ante los 
estrados judiciales en Colombia. Con respecto a esta parte, ha sostenido Kai Ambos, que 
se trata de una parte contextual de la norma y ha señalado cuatro elementos que en lo 
esencial se pueden distinguir, así: 
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 “La prueba disyuntiva o test sistemático;   
 “El elemento “población civil” como objeto del ataque;  
 “Un requisito mental especial;  
 “La existencia de actos individuales que se cometan en el marco del ataque.  
 
“Además, se desprende del mencionado preámbulo el hecho de que deja de ser 
necesario el nexo con un conflicto armado y con una intención discriminatoria 
especial”. (Ambos 2013 Pág. 101) 
Respecto al encabezado, al que se refiere como preámbulo o elemento de contexto, el 
citado tratadista plantea que, en consonancia con la su evolución histórica del concepto, 
implica la participación de un estado u otro ente con la capacidad de llegar a suplantarle, 
como “autoridad o poder”. A esta conclusión arriba tras analizar la definición contenida en 
el numeral 2 del artículo sobre “ataque generalizado a una población civil” donde se hace 
referencia a “la política de una organización”, según Ambos, “Estos actores deben estar 
en condiciones de actuar como un Estado, es decir, deben poseer una capacidad similar 
en organización y fuerza”. 
Ambos Entiende como uno de los cuatro elementos del encabezado de la norma 
mencionada “El test sistemático-general”, que: 
“convierte en [Crímenes de Lesa Humanidad] los actos individuales enumerados 
en dicha disposición, en tanto cumplan con el test sistemático-general. Esta 
prueba se propone garantizar que los actos individuales, aislados o aleatorios, no 
lleguen a constituir un [crimen de lesa humanidad]” 
Con relación a los términos “sistemático” y “generalizado” considera que el literal a) del 
numeral segundo del artículo 7°  “oscurece” la definición del encabezado, pues, según su 
observación, remplaza el término “generalizada” por la fórmula “comisión de múltiples 
actos” y la expresión “sistemático”, por  “un Estado o política de una organización” 
Si bien el término “generalizado” corresponde a un aspecto más cuantitativo y el término 
“sistemático” más a un aspecto cualitativo, de acuerdo al análisis de Ambos, el primero 
no solamente comporta la característica numérica, es decir, no basta con que el ataque a 
la población civil se presente sobre un número plural amplio de víctimas individualmente 
consideradas, sino que se requiere, además, que tal ataque sea parte de una política 
estatal o de un grupo que se le pueda asimilar por su poder, esto en virtud de la mención 
que hace la definición del literal a. del numeral 2 del artículo 7° . 
En el elemento generalidad considera que encuentra el fenómeno del crimen de lesa 
humanidad su dimensión política, en cuanto este debe estar determinado por una política 
del agresor contra las víctimas, que puede ser incluso su actitud omisiva o aquiescente; 
este argumento ha sido considerado por la jurisprudencia colombiana, aunque no dentro 
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del elemento “generalidad” sino como parte del elemento “sistematicidad”, como veremos 
más adelante. 
La presencia de una política que motive la generalización de los actos es para Ambos lo 
que puede diferenciar estos crímenes como políticos, de los crímenes comunes en masa.  
Al respecto de esta posición, es de anotar, que al análisis del elemento generalidad le da 
una dimensión política por el hecho de que se mencione en el artículo correspondiente 
del Estatuto de Roma que deben desarrollarse “de conformidad con la política de un 
Estado o de una organización de cometer ese ataque o para promover esa política”. 
Si bien se vislumbra una dimensión política en los crímenes de lesa humanidad es 
pertinente aclarar que tal definición del crimen como político no se compadece con la 
clásica definición de delito político, aquél que hace parte de una conducta de desafío al 
poder, sino que estaría más cercana a la definición de crimen de estado. 
La acepción del término “política” en el texto normativo del artículo 7°  corresponde a la 
de orientación o directriz que guía la conducta lesiva. 
Resulta mucho menos prolijo y gran simpleza el análisis del elemento sistematicidad, que 
es comprendido por Ambos como la orientación determinada del autor hacia las víctimas 
potenciales. 
Se considera en este trabajo que pese a la alternatividad de los elementos generalidad y 
sistematicidad en el artículo 7°  del Estatuto de Roma, es pertinente desarrollar un 
análisis independiente de los mismos junto con otros dos elementos: 
 Parte de un ataque contra una población civil  
 Generalizado  
 Sistemático 
 Con conocimiento de dicho ataque: 
 
Teniendo en cuenta que se ha expuesto el elemento “generalidad” de acuerdo con la 
posición de Ambos Kai y con la precisión señalada, las siguientes líneas se dedicarán al 
análisis de los otros tres elementos. 
3.1.2 Parte de un ataque contra la población civil 
En este primer elemento se ha incluido el término “parte” por cuanto de la observación 
del tratamiento del concepto de crimen de lesa humanidad en los estrados judiciales de 
nuestro país, se desprende la gran importancia de diferenciar la integridad del ataque de 
la parcialidad del mismo, ya que se ha entendido comúnmente que no se puede hablar 
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de delito de lesa humanidad, en el contexto de un proceso por un hecho delictivo contra 
una sola víctima en particular, ya que la discusión en el proceso está limitado a ese 
hecho en concreto y no debería abordar otros delitos no imputados allí.2 
El delito de lesa humanidad no necesariamente debe comportar la integralidad del ataque 
a la población civil, sino que se configura con los actos que son parte del mismo, por 
ejemplo la participación de en un homicidio en particular puede ser considerado como 
crimen de lesa humanidad, si es parte de tal ataque a que se refiere el encabezado del 
artículo 7°  del Estatuto de Roma. 
La expresión ataque, contenida en el artículo 7°, debe ser entendido como un hecho o 
una serie de hechos dirigidos a causar daño o lesión, en general, los ataques contra la 
población civil que llegan a constituir crímenes de lesa humanidad suelen no 
concentrarse en un solo momento, dado su carácter generalizado o sistemático abarcan 
periodos de tiempo que pueden prolongarse hasta por décadas, la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos Consideró el genocidio contra la Unión Patriótica como una 
crimen de lesa humanidad, al entender los actos en contra de sus miles de militantes 
como un ataque.  
 “42. En casos de violaciones graves a los derechos humanos la Corte ha tomado 
en cuenta, en el análisis de fondo, que tales violaciones pueden también ser 
caracterizadas o calificadas como crímenes contra la humanidad, por haber sido 
cometidas en contextos de ataques masivos y sistemáticos o generalizados hacia 
algún sector de la población38, a efectos de explicitar de manera clara los 
alcances de la responsabilidad estatal bajo la Convención en el caso específico y 
las consecuencias jurídicas. Con ello, la Corte no realiza, de ningún modo, una 
imputación de un delito a persona natural alguna. En este sentido, las 
necesidades de protección integral del ser humano bajo la Convención han 
llevado a la Corte a interpretar sus disposiciones por la vía de la convergencia con 
otras normas del derecho internacional39, particularmente en lo relacionado con 
la prohibición de crímenes contra la humanidad, que tiene carácter jus cogens, sin 
que ello pueda implicar una extralimitación en sus facultades, pues, se reitera, con 
ello respeta las facultades de las jurisdicciones” (Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, 2010) 
 
En igual sentido el  Tribunal Superior de Cundinamarca, consideró: 
                                               
 
2
 Resulta ilustrativa de esta posición la intervención del agente del Ministerio Público en el trámite 
de casación de la sentencia del tribunal Administrativo de Cundinamarca contra varios militares 
por la ejecución extrajudicial de Fair Leonardo Porras que se analiza en otro capítulo, posición 
reseñada en el auto 3455 del 25 de junio de 2014, de la Sala de casación penal de la corte 
suprema de Justicia, inadmisorio de demanda de casación, con ponencia del magistrado 
Fernando Alberto Castro Caballero. 




“Conforme lo anterior, es necesario evaluar si los comportamientos investigados y 
juzgados se produjeron como un acto sistemático y generalizado en contra de la 
población civil. 
 
“El elemento de la generalidad puede predicarse a partir de la multiplicidad de 
víctimas trasladadas desde el municipio de Soacha hasta el sector de Ocaña en el 
departamento de Norte de Santander. Lo anterior pese a que en el presente 
expediente solamente se investiga y juzga la desaparición y muerte de un solo 
individuo que resultó ser el joven Fair Leonardo Porras Bernal, lo cierto es que de 
las pruebas allegadas al juicio se logró demostrar que por lo menos 11 jóvenes de 
sectores humildes del citado municipio cundinamarqués, fueron desaparecidos en 
una época cercana a  la fecha en que se reportó la desaparición de Fair, como se 
prueba a través de los cuadros elaborados por la funcionaria de Medicina Legal 
Diana Ramírez Páez y la relación de cadáveres reportados como NN e 
inhumados en el cementerio Las Liscas, presentado por Héctor González 
Manzano, de la Secretaría de Gobierno de Ocaña”. 
 
“De igual forma, el elemento de la sistematicidad implica precisamente que los 
hechos fueron ejecutados como respuesta a todo un plan diseñado previamente, 
que en este caso consistía en la ubicación, traslado y recepción de jóvenes de 
sectores humildes para ser ultimados y reportados como muertos en combate y 
así presentar la unidad militar de Ocaña (Batallón Francisco de Paula Santander) 
éxitos operacionales, hechos que sucedían como una cadena sistemática de 
acciones, para llevar a cabo el fin de la empresa criminal”. 
 
“[…] se evidencia que sí existió un móvil discriminatorio en razón a la condición 
humilde de los jóvenes de Soacha, marginados y de bajos recursos 
económicos…” (BRUNAL OLARTE, 2013) 
 
De acuerdo a las normas del Derecho Internacional Humanitario, el protocolo adicional a 
los cuatro convenios de Ginebra, en conflictos armados de carácter no internacional, la 
población civil se puede clasificar, en varias categorías: 
“La población pacifica que no está participando directamente de las hostilidades, 
personas prestando sólo apoyo indirecto a una pate en el conflicto, inter alia, 
trabajando solo en plantas de defensa  distribuyendo o almacenando materiales 
militares dentro de áreas conflictivas, prestando mano de obra y comida, sirviendo 
como mensajeros o distribuyendo propaganda. Estas personas no pueden ser 
objeto de ataque directo individualizado porque no representan amenaza directa 
para el adversario. Sin embargo, ellas asumen el riesgo de muerte o daño 
incidental resultante de ataques contra objetivos militares legítimos; personas 
prestando tal apoyo indirecto a fuerzas disidentes están claramente sujetas a 
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persecución bajo las leyes internas de sus respectivos países por dar apoyo y 
bienestar al enemigo; personas que no son miembros de las fuerzas armadas de 
las partes, que participan directamente en la hostilidades. Estos civiles, sin 
embargo pierden temporalmente su inmunidad respecto de un ataque en 
cualquier momento en que asuman el rol de combatientes” (Goldman 1994 p. 
110) 
3.1.3 Sistematicidad 
El término Sistematicidad nos refiere al término sistema, que es más que la multiplicidad 
de elementos de una conjunto, ya que estos se relacionan entre sí de manera ordenada, 
pero, además, en un sistema a diferencia de un conjunto cada elemento tiene una 
función orgánica, la suma de las funciones orgánicas del conjunto es lo que le convierten 
en un sistema que cumple un propósito. 
La expresión sistematicidad nos habla pues de la característica que entraña  
organización y finalidad o propósito, la sistematicidad es opuesta a la improvisación o al 
azar. 
La sistematicidad también se refiere a la sofisticación de los métodos, entraña conductas 
con algún nivel de complejidad. La sistematicidad está relacionada con la formulación y 
ejecución de planes. 
Es por esta circunstancia que el elemento sistematicidad en la comisión de conductas 
criminales, suele venir de la mano con otras categorías como el concierto, con el cual 
comparten elementos comunes. 
Así el elemento sistematicidad en los crímenes de lesa humanidad se diferencia del 
elemento generalidad en que el primero es más de carácter cualitativo y el segundo se 
asocia más con su carácter cuantitativo, aunque muy generalmente poner en ejecución 
una conducta de tal sofisticada dimensión comprende también una reiteración o 
pluralidad heterogénea  de conductas delictivas. 
Se ahondará en la definición en el apartado 2.2 de este capítulo 
3.1.4 Elemento Subjetivo 
La expresión “con conocimiento de dicho ataque” contenida en la primera parte del 
artículo 7°  hace alusión al elemento subjetivo en el crimen de lesa humanidad, para 
desentrañar el alcance de la expresión será de crucial importancia el documento de 
normativo llamado Elementos de los Crímenes, aprobado en diciembre de 2002, por la 
Asamblea de Estados Partes, de acuerdo a lo dispuesto por el Estatuto de Roma, con el 
propósito de facilitar la interpretación de los artículos 7 y 8 del Estatuto de la Corte Penal 
Internacional. 




Esta norma aclara que no resulta necesario que un autor en particular conozca los 
pormenores del plan o la política que le lleva a perpetrar el crimen, pero si es 
indispensable que conozca que sus actos están inscritos dentro de una conducta 
sistemática o generalizada contra una población civil, 
 
En lo relacionado con los crímenes de lesa humanidad, la norma internacional prescribe, 
lo siguiente: 
“Los dos últimos elementos de cada crimen de lesa humanidad describen el 
contexto en que debe tener lugar la conducta. Esos elementos aclaran la 
participación requerida en un ataque generalizado o sistemático contra una 
población civil y el conocimiento de dicho ataque. No obstante, el último elemento 
no debe interpretarse en el sentido de que requiera prueba de que el autor tuviera 
conocimiento de todas las características del ataque ni de los detalles precisos del 
plan o la política del Estado o la organización. En el caso de un ataque 
generalizado o sistemático contra una población civil que esté comenzando, la 
cláusula de intencionalidad del último elemento indica que ese elemento existe si 
el autor tenía la intención de cometer un ataque de esa índole”  (Naciones Unidas, 
2002 Pág. 106). 
 
De acuerdo a lo descrito en el instrumento citado, es necesario observar que el hecho de 
que el autor de la conducta no conozca los pormenores de la política subyacente al 
ataque, no le exonera de responsabilidad, basta con que conozca que su acción está 
inscrita dentro de una ataque sistemático o generalizado contra la población civil. La 
ignorancia sobre los aspectos particulares del ataque, no hace que el crimen deje de ser 
de lesa humanidad. 
 
Si el autor desconoce que su actuar está inscrito dentro un ataque generalizado o 
sistemático contra la población civil, que corresponde a una política de un estado u 
organización, será solamente responsable por el hecho perpetrado, sin que se pueda 
endilgar responsabilidad por la lesión grave a la conciencia colectiva de la humanidad 
como tal, las consecuencias de la ausencia del elemento cognitivo de las circunstancias 
son que el crimen pierde su condición de imprescriptible y la Corte Penal Internacional 
pierde su competencia sobre tal autor en particular. 
 
3.2 Sistematicidad Como Elemento del Crimen de Lesa 
Humanidad 
Siendo parte esencial del capítulo propuesto para este trabajo será necesario desarrollar 
profundamente este concepto, ya en el capítulo pertinente nos se ha hecho un 
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acercamiento a él desde el análisis de su presencia en la evolución del derecho 
internacional, en este capítulo se analizará desde la doctrina y su manejo en la 
jurisprudencia nacional. 
El término Sistematicidad nos refiere al término sistema, que es más que la multiplicidad 
de elementos de un conjunto, ya que estos se relacionan entre sí de manera ordenada, 
pero además en un sistema a diferencia de un conjunto cada elemento tiene una función 
orgánica, la suma de las funciones orgánicas del conjunto es lo que le convierten en un 
sistema que cumple un propósito. 
La expresión sistematicidad nos habla pues de la característica que entraña  
organización y finalidad o propósito, la sistematicidad es opuesta a la improvisación o al 
azar. 
La sistematicidad también se refiere a la sofisticación de los métodos, entraña conductas 
con algún nivel de complejidad. La sistematicidad está relacionada con la formulación y 
ejecución de planes. 
Es por esta circunstancia que el elemento sistematicidad en la comisión de conductas 
criminales, suele venir de la mano con otras categorías como el concierto, con el cual 
comparten elementos comunes. 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos recoge y describe la caracterización 
sistemática de la violencia sufrida por la Unión Patriótica, dada por los organismos 
nacionales encargados de la protección de derechos humanos  
“La violencia contra la UP ha sido caracterizada como sistemática, tanto por 
organismos nacionales como internacionales, dada la intención de atacar y 
eliminar a sus representantes, miembros e incluso simpatizantes. La Alta 
Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos se refirió a las 
ejecuciones de militantes de la UP como “sistemáticas”; el Defensor del Pueblo 
calificó a la violencia contra los dirigentes y militantes de ese partido como 
“exterminio sistematizado”; la Corte Constitucional de Colombia como “eliminación 
progresiva”; la Comisión Interamericana como “asesinato masivo y sistemático”; la 
Procuraduría General de la Nación se refiere a “exterminio sistemático”, y la 
Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación como “exterminio”.”   
“Por ende, el Tribunal observa, en atención a lo expresado por autoridades 
estatales y organismos internacionales, que los hechos del presente caso 
ocurrieron en el contexto descrito de violencia sistemática contra los miembros de 
la UP.” (CIDH Caso Manuel Cepeda Vs. Colombia)  
En la sentencia del Caso de Manuel Cepeda contra Colombia la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, consideró que el carácter sistemático de la violencia contra la Unión 
Patriótica residía también en la actitud anuente del Estado:  
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“…la Corte considera que las amenazas y la desprotección deliberada que 
enfrentó el Senador Cepeda Vargas, motivadas por su participación en los 
espacios democráticos a los que tenía acceso, se manifestaron en restricciones o 
presiones indebidas o ilegítimas de sus derechos políticos, de libertad de 
expresión y de libertad de asociación, pero también en un quebrantamiento de las 
reglas del juego democrático. A su vez, al estar reconocido el móvil político del 
homicidio (supra párr. 73), la Corte considera que la ejecución extrajudicial de un 
oponente por razones políticas no sólo implica la violación de diversos derechos 
humanos, sino que atenta contra los principios en que se fundamenta el Estado 
de Derecho y vulnera directamente el régimen democrático, en la medida que 
conlleva la falta de sujeción de distintas autoridades a las obligaciones de 
protección de derechos humanos reconocidos nacional e 
internacionalmente y a los órganos internos que controlan su observancia”. 
(negrillas ausentes en el original) (CIDH Caso Manuel Cepeda Vs. Colombia) 
La Corte Suprema de Justicia respecto a la sistematicidad de la violencia contra la Unión 
Patriótica emplea el término “plan sistemático”: 
“los homicidios y persecuciones a los miembros y simpatizantes del Partido 
Político “Unión Patriótica” estuvieron enmarcados dentro de un plan sistemático, 
organizado y generalizado de exterminio” (CSJ caso Cesar Pérez García p 112) 
Sentencia No. C-936 de 2010, en la que hace referencia a la relación del Concierto para 
Delinquir con los crímenes que atentan contra la humanidad: 
“la evolución de la categoría crimen de Lesa Humanidad en el Derecho Penal 
Internacional, la jurisprudencia del Tribunal Penal Internacional de Ruanda y el 
Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional ha sido consistente en el 
sentido de considerar como delito de Lesa Humanidad únicamente el Concierto 
para Delinquir con fines de Genocidio”3. 
La Corte Suprema de Justicia hace un análisis del elemento constitutivo del genocidio, en 
que señala, como parte de ello, el elemento subjetivo, el propósito de creación del grupo 
era la eliminación de otro grupo humano: 
“Por lo tanto, teniendo en cuenta que lo que se constituyó fue un grupo de 
personas con la finalidad de que realizaran una serie de conductas punibles 
tendientes a la eliminación de otro con una tendencia política determinada y 
                                               
 
3
 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia de Constitucionalidad No. 936 de 2010, Salvamento de 
voto de los Magistrados Juan Carlos Henao Pérez, Humberto Antonio Sierra Porto, Mauricio 
González Cuervo y Jorge Pretelt Chaljud, en Comunicado de Prensa No. 59 del 23 de junio de 
2010. 
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conocida públicamente, conforme con lo aquí expuesto se enmarca dentro del 
crimen de Genocidio. (P 124) 
3.2.1 Concierto para delinquir como delito de lesa humanidad 
“Este argumento sirvió precisamente para concluir que el delito de concierto para 
delinquir agravado, que no está incluido, en nuestra legislación, en los 
instrumentos internacionales como de lesa humanidad, en tanto comparte las 
características de esta categoría delictiva, sería considerado como tal: 
 
“Tomando en consideración los anteriores factores relevantes, la Corte 
no duda en señalar que las graves conductas cometidas por los 
paramilitares deben enmarcarse, primordialmente, dentro del contexto 
de crímenes de lesa humanidad, pues el ataque perpetrado contra la 
población civil adquirió tales dimensiones de generalidad y 
sistematicidad, que alteró de manera significativa el orden mismo de 
civilidad, implicando el desconocimiento de principios fundamentales 
del orden social imperante. 
 
Los asesinatos, torturas, masacres, desapariciones, desplazamientos 
forzados, violaciones, y en fin las múltiples violaciones sistemáticas a 
los derechos humanos confesadas hasta el momento por los 
desmovilizados de esos grupos armados que han sido escuchados en 
versión libre en el trámite del procedimiento señalado en la ley 975 de 
2005, no dejan duda que se configuran las características 
esenciales que delinean los delitos de lesa humanidad, en los 
términos aquí analizados”. 
 
“Este mismo análisis, en torno a la consideración del delito de concierto para 
delinquir o la denominación que el Estatuto Penal de cada país lo identifique, ha 
suscitado también decisiones en casos concretos, como se aprecia en la sentencia 
proferida por la Suprema Corte de Justicia de la República de Argentina, fallo que 
también será motivo de análisis posteriormente en torno al tema de la imprescriptibilidad 
de la conducta, pero por ahora, permite reflexionar sobre la consideración del delito de 
“asociación ilícita” como delito de lesa humanidad: 
 
“11) Que, estrictamente, y a partir de las propias definiciones utilizadas por el 
a quo correspondía calificar a la conducta de Arancibia Clavel como un delito 
de lesa humanidad, pues la agrupación de la que formaba parte estaba 
destinada a perseguir a los opositores políticos de Pinochet, por medio de 
homicidios, desaparición forzada de personas y tormentos "sobre cuyo carácter 
no caben dudas" con la aquiescencia de funcionarios estatales. En efecto, de 
acuerdo con el texto del Estatuto de Roma que en la resolución apelada cita 
sólo en su art. 7, queda alcanzada toda forma posible de intervención en esta 
clase de hechos. Así, no sólo quedan incluidas las formas "tradicionales" de 
participación (art. 25, inc. 3, aps. a, b y c), sino que expresamente menciona el 
contribuir "de algún otro modo en la comisión o tentativa de comisión del 
crimen por un grupo de personas que tengan una finalidad común" (art. 25, 
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inc. 3°, ap. d), cuando dicha contribución es efectuada "con el propósito de 
llevar a cabo la actividad o propósito delictivo del grupo, cuando una u otro 
entrañe la comisión de un crimen de la competencia de la Corte" (ap. d, 
supuesto i).  
 
“12) Que, por otro lado, si lo que estaba en discusión era la imprescriptibilidad 
de una asociación ilícita cuyo objeto era la comisión de tales crímenes, el 
instrumento normativo que debía regir la interpretación era la "Convención 
sobre la Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de 
Lesa Humanidad" (conf. ley 24.584 y decreto 579/2003), que adquirió 
jerarquía constitucional por ley 25.778.  
 
“13) Que en este sentido no podría sostenerse que si los homicidios, la tortura 
y los tormentos, la desaparición forzada de personas, son delitos contra la 
humanidad, el formar parte de una asociación destinada a cometerlos no lo sea, 
pues constituiría un contrasentido tal afirmación, toda vez que este último sería 
un acto preparatorio punible de los otros.  
 
“Así, por ejemplo lo estatuyen los arts. 2, y 3 inc. b. de la Convención para 
Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio, que incluye dentro de los 




  “A su vez, dentro del auto del 22 de julio de 2010, la Corte expuso: 
“Claramente se observa que tanto la legislación internacional, como ocurre con la 
normatividad interna, ha tenido en cuenta no sólo la conducta del autor o de los 
partícipes sino que también ha considerado en especial la existencia de 
propósitos dirigidos a cometer delitos de lesa humanidad, lo cual significa que 
también deben ser sancionadas en igual medida aquellas conductas preparatorias 
para la comisión de los delitos que incluyen tanto el acuerdo como el tomar parte 
en una actividad dirigida a ese fin, como ocurre con el concierto para delinquir 
agravado y la desaparición forzada. 
(…) 
“Desde el punto de vista de la incorporación de las figuras en el sistema interno 
colombiano es, sin duda, el crimen de genocidio y el concierto para genocidio una 
fórmula concertada y explicativa del crimen de lesa humanidad; así lo determina 
                                               
 
4
 Sentencia en el caso Enrique Lautaro Arancibia Clavel que confirma la imprescriptibilidad 
de los crímenes contra la humanidad. Cfr.: 
http://www.derechos.org/nizkor/arg/doc/arancibia1.html 
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el código penal, y la Corte Constitucional en el control previo a la incorporación y 
ratificación del Estatuto de Roma. Razón de diferencia se encuentra en el 
concierto internacional sin que ello impida al sistema interno realizar la 
interpretación que lleva la Sala.” (CSJ caso Cesar Pérez p 119) 
3.2.2 Política: Factor diferenciador de delitos comunes y delitos 
de lesa humanidad 
Sería deseable que no existieran delitos sin víctima, aunque los hay, sin embargo, generalmente los 
delitos comunes tienen una víctima, que es quien sufre el daño directamente ocasionado por el 
autor; la lesión a sus derechos como la vida, la libertad, etc, ocasionan daños a los derechos de 
terceros, como los familiares de la víctima directa, incluso, una comunidad u organización puede 
verse afectados, como cuando sus miembros desaparecen o son privados de la libertad. Estos 
terceros también son víctimas, podemos identificar a la víctima como un individuo, un número 
plural de ellos o una colectividad organizada o no. 
 
Sin embargo, tratándose de crímenes de lesa humanidad, resulta lesionada la humanidad misma en 
su integridad, como consecuencia de conductas que se erigen contra la propia existencia de la 
especie como comunidad conectada por valores y principios que pretendemos universales, estos 
actos tienen tal entidad que repugnan y avergüenzan la conciencia misma de pertenecer a la especie 
humana. 
 
Amnistía Internacional identifica tres rasgos en la descripción que hace el artículo séptimo del 
Estatuto de Roma, (Amnistía Internacional, 2008), la existencia de un ataque generalizado o 
sistemático y que la conducta reprochada sea parte de éste, que tal ataque sea contra al población 
civil y que sea cometido como parte de una política de un estado u organización. Consideramos 
que el numeral segundo del artículo 7°  del Estatuto de Roma puede desagregarse aún más para un 
análisis de mayor profundidad y se requiere de tal ejercicio para comprender el delito de lesa 
humanidad en su plena dimensión.  
 
A continuación se analizan los elementos mencionados, desagregando de ellos otros que se 
consideran necesarios: 
 
Que exista un ataque generalizado o sistemático y que la conducta reprochada sea parte de él, tal 
circunstancia no significa que el ataque necesariamente deba ser militar, ya que puede tratarse de 
medidas administrativas o normas que pueden comprender deportación o traslado forzoso, por 
ejemplo. 
 
Que el ataque sea dirigido contra la población civil, si tal ataque es dirigido contra ejércitos o 
cuerpos armados, organizados, con mandos reconocibles, y control en parte del territorio de uno o 
varios países no se trata de población civil, sin embargo la presencia de militares entre la población 
civil no cambia a esta su carácter, como tampoco la simpatía o animadversión que pueda tener la 
población hacia una u otra organización militar. 
 
Con relación al blanco del ataque resulta pertinente entender que no es necesario que una 
organización armada, con mandos determinados y control territorial se encuentre desarrollando 
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hostilidades o en medio de un conflicto armado de carácter interno o internacional, para ser 
considerada por fuera de la caracterización de población civil. 
 
Para ser considerado de lesa humanidad, el crimen debe haber sido cometido como parte de una 
política de un estado u organización, es decir que quedan por fuera de tal denominación los actos 
aislados, incidentales o dispersos fruto del azar. 
 
La agresión y vulneración de derechos a través de las conductas enunciadas en el parágrafo 1 de 
artículo 7°  del Estatuto de Roma, aún dirigidas a un número plural de personas no comporta 
crimen de lesa humanidad si no cuenta con el elemento político de la generalización o la 
sistematicidad, la conducta de un homicida en serie por ejemplo, no tiene tal entidad, a pesar de la 
reiteración de actos delictivos en un número plural de víctimas y aun cuando tales actos hayan sido 
planeados conscientemente. 
 
De los tres elementos enunciados, el tercero, es decir, la política subyacente a las acciones, es el 
que diferencia un delito común de un delito de lesa humanidad, pues tal elemento no está presente 
en el primero. 
 
“El elemento de la política es indispensable y su ausencia no puede ser compensada, por 
ejemplo, con un número particularmente elevado de actos y/o víctimas” (Ambos, 2012. P. 
105) 
 
Será necesario entonces detenernos a identificar en alcance de la expresión “una política” en la 
norma del Estatuto de la Corte Penal Internacional, no sin antes advertir que como tal política debe 
ser atribuible a un estado u organización enseguida estudiaremos el alcance de estas expresiones. 
 
La décima segunda entrada de la palabra “política” en el diccionario de la Academia Española de 
la Lengua, contiene la siguiente acepción:  
 
“Orientaciones o directrices que rigen la actuación de una persona o entidad en un asunto o 
campo determinado”,  
 
Así, es de entenderse como política no solamente las actuaciones encaminadas al ejercicio del 
poder político, sino la intencionalidad consiente de tales acciones, orientadas a un fin particular en 
indicadas dentro de una estructura orgánica con aparatos dotados de la capacidad de determinar las 
condiciones de generación de las acciones. 
 
Es de preguntarse si los conceptos de incidentalidad, la colateralidad y el azar, pueden ser parte de 
esta intencionalidad consiente y, por lo tanto, al ser ajenos al concepto de “una Política” resultan 
excluidos de la caracterización de un crimen como de lesa humanidad, la respuesta es afirmativa, 
ya que tales conceptos son extraños a una intencionalidad consciente. 
 
A pesar de ello, el derecho Internacional Humanitario establece el principio de precaución, según 
el cual, las fuerzas beligerantes tienen el deber de tomar todas las precauciones necesarias para 
evitar lesión a las personas y bienes protegidos. Según este precepto de corte consuetudinario, que 
se desprende directamente del principio de distinción, los operativos militares no solamente deben 
considerar su objetivo militar, sino que deben prever las medidas necesarias para evitar daño a la 
vida, los bienes y demás derechos de los civiles. 
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Es de añadir que para que se presente crimen de lesa humanidad no es necesario que la conducta 
esté enmarcada en el contexto de un conflicto: 
“[…] se desprende del mencionado preámbulo el hecho de que deja de ser necesario el 
nexo con un conflicto armado y con una intención discriminatoria especial”. (Ambos, 
Crímenes de lesa Humanidad y la Corte Penal Internacional, 2013, P 101) 
 
La incidentalidad o colateralidad, es pues el producto de la desatención al derecho internacional 
humanitario, en punto del principio de precaución, pero la presencia de estos elementos hace que 
las conductas no encajen en lo preceptuado en el artículo 7°  del Estatuto de Roma, por ser ajenos a 
la intencionalidad consiente y concreta a que se refiere el término “una política” en la mencionada 
norma. 
 
Por otra parte, el elemento de la política se encuentra ligado a la pertenencia a un estado u 
organización, de manera tal que se excluyan los actos individuales, así la organización y 
planificación no están referidas a la iniciativa o liberalidad individuales. 
 
El elemento de la política, comprende, entonces, también el elemento estado u organización, que 
no se debe confundir con el sujeto activo de la conducta, ya que esté último es el individuo, ya que 
ni el derecho penal interno ni el internacional están dirigidos más que a personas naturales. La 
expresión estado u organización está ligada al elemento política, se refiere a la entidad que 
determina tal política. 
 
¿A qué tipo de organización hace referencia el artículo 7°  del Estatuto de Roma?, es una pregunta 
necesaria pues la jurisprudencia colombiana ha considerado que tal organización puede ser un 
aparato constituido a instancias del mismo estado (Tribunal Superior de Cundinamarca, 2008)  sin 
que se señale al estado o la política subyacente al crimen de lesa humanidad como de autoría 
estatal. 
 
Será necesario recurrir al Derecho Internacional Humanitario para definir como la organización 
con una estructura jerárquica, un mando reconocido y control sobre parte del territorio. (Convenios 
de Ginebra de 1949) 
 
Además de lo anterior, el aspecto de la política debe estar vinculado a su aspiración de 
reconocimiento estatal o como encaminado a favorecer algún estado o facción de éste. 
 
La sistematicidad en la conducta implica necesariamente un alto grado de organización, planeación 
y un propósito específico que puede significar un factor discriminatorio o no, lo que igualmente 
excluye la incidentalidad, colateralidad y el azar, en esto existe evidentemente una semejanza con 
la expresión “una Política”, sin embargo, dadas las definiciones también es claro que las dos 
expresiones no son equivalentes. 
 
Si bien el estatuto de Roma estableció que la sistematicidad es un elemento del delito de 
lesa humanidad, deja de ser consustancial a él por cuanto es alternativo al elemento 
generalidad, aunque nada excluye la concurrencia. (Human Rights Watch, 2000) 
En el análisis del crimen de lesa humanidad se debe aplicar el test sistemático general 
(Ambos. 2002. P.102) 
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En referencia a lo generalizado de un ataque, la jurisprudencia penal internacional define 
“extendido”, “como masivo, frecuente, acción a gran escala, llevada a cabo 
colectivamente con seriedad considerable y dirigida contra una multiplicidad de víctimas”, 
y “sistemática”, “como bien organizada y siguiendo un patrón regular sobre la base de 
una política común envolviendo recursos importantes, públicos o privados.” (Akayesu, 
1998) 
Nuevamente nos encontramos con una retroalimentación de conceptos entre 
sistematicidad y política, lo que habla de la sistematicidad como elemento de una política. 
Junto al análisis de la reiteración, la planificación de las conductas de lesa humanidad 
como presupuesto de la sistematicidad (Romero Mendoza, 2004), es trascendental para 
establecer la relación existente con el móvil profundo en las ejecuciones extrajudiciales, 
en el periodo que nos hemos propuesto estudiar. Los conceptos de organización 
consciente, patrón determinado, política común y recursos sustanciales, señalan 
elementos estructurantes de la sistematicidad. (Human Rights Watch, 2000)  
Respecto al elemento subjetivo de la conducta, que es definido como conocimiento, la ley 
internacional no requiere una conciencia de todas las características del ataque a la 
población civil ni de los detalles precisos del plan o la política. (Naciones Unidas, 2002), 
esta definición de los elementos de los crímenes del Estatuto de Roma, nos llevará al 
análisis de la trascendencia de la política, como parte del elemento subjetivo de la 
conducta. 
La jurisprudencia colombiana ha venido desarrollando una línea en la que aún no se ha 
precisado de manera clara la relación de estos elementos, por lo que será necesario 
desarrollar un examen crítico de varios hitos jurisprudenciales al respecto5, igualmente 
abordaremos el análisis del tratamiento de este elemento en la sentencia contra Alberto 
Fujimori por ser paradigmática en el ámbito latinoamericano. (Sentencia contra Alberto 
Fujimori, 2009) 
La el tipo de organización que comprende la sistematicidad, es una organización 
determinada por la política, la presencia de patrones regulares en la comisión de los 
actos da cuenta de la existencia de tal sistematicidad, la reiteración del modus operandi 
evidencia la sistematicidad, ya que a partir de tal reiteración, se descarta que exista azar 
o incidentalidad, entre más sofisticada, es la organización para perpetrar el crimen, y 
mayor la reiteración del modus operandi menor es la posibilidad de que responda al azar 
o a la incidentalidad. 
                                               
 
5
 Sentencias SU-1184/01, C-579/13, C-936/10 y C-099/13 de la Corte Constitucional y 36563 de 
2011, 34180 de 2012 y 32022 de 2009 de la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Penal  
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3.3. Ejecuciones extrajudiciales como Delitos de Lesa 
Humanidad. 
Este apartado aportará elementos conceptuales al establecer como los elementos 
sistematicidad y generalidad determina las ejecuciones extrajudiciales como delitos de 
lesa humanidad. 
El crimen de ejecución extrajudicial, arbitraria o sumaria, ha sido definido a partir de la 
inviolabilidad del derecho a la vida, consagrado en los más importantes instrumentos 
internacionales de derechos humanos, siendo la vida el prerrequisito fundamental para el 
disfrute de los todos los demás derechos, sin el derecho a la vida todos los derechos 
carecen de sentido. (Valencia Villa, 2009) 
De acuerdo al derecho internacional de los derechos humanos se trata de un homicidio 
perpetrado por agentes del Estado colocando a la víctima en situación de indefensión o 
inferioridad en forma deliberada e injustificada (ACNUDH, 2005). Sin embargo, a partir de 
lo establecido en el numeral segundo del artículo 7°  del Estatuto de Roma, también 
puede ser sujeto activo en la conducta una organización no estatal.  
El Estatuto de Roma, al cual Colombia está sujeto, determina, como de competencia de 
la Corte Penal Internacional, el crimen de asesinato dentro del artículo 7°,  referido a los 
crímenes de Lesa Humanidad, definido como “cualquiera de los actos siguientes cuando 
se cometa como parte de un ataque generalizado o sistemático contra una población civil 
y con conocimiento de dicho ataque” (Estatuto de Roma, 1997)  
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4. Capítulo 4: sistematicidad en las 
ejecuciones extrajudiciales durante el 
periodo de la política de la seguridad 
democrática 
4.1 Modus operandi como elemento de la sistematicidad. 
El análisis de la reiteración y la extensión de modus operandi empleado por casi todas 
las brigadas militares, con diferente jurisdicción en al menos veinte diferentes 
departamentos de Colombia, para perpetrar las ejecuciones extrajudiciales en el periodo 
seleccionado, permitirá demostrar que existía una relación entre los hechos y una política 
estatal de dimensión nacional. 
Hasta ahora el asunto del modus operandi no ha sido tomado en cuenta en la dimensión 
que debiera: como elemento de la sistematicidad que relaciona una gran cantidad de las 
ejecuciones extrajudiciales cometidas en el periodo de la política de la seguridad 
democrática y las diferencia de las ejecuciones perpetradas en otros periodos. 
4.1.1 Modalidades de las ejecuciones extrajudiciales 
En punto a los crímenes de ejecuciones extrajudiciales perpetrados por la fuerza pública 
entre los años de 2002 y 2010, en que las víctimas fueron presentadas como caídos en 
combate, se observa que se presentaron varias modalidades y, en cada modalidad, 
varías etapas que evidencian un considerable despliegue de medios y sofisticación  en 
su empleo. 
Modalidades de las ejecuciones extrajudiciales 
Dentro de las modalidades más extendidas podemos diferenciar claramente dos: una, en 
que las víctimas son campesinos o habitantes de viviendas rurales en zonas de conflicto; 
las unidades del ejército valiéndose de la baja densidad poblacional del campo, obligan a 
la víctima a salir de su casa para luego fusilarla allí mismo, se intimida a miembros de la 
familia que generalmente se desplazan después forzados por el terror, en algunos casos, 
se traslada el cuerpo y, posteriormente, se presenta como muerto o muerta en combate, 
una variante de esta modalidad es la detención de personas en vías rurales para 
ejecutarlas allí mismo, evitar el acceso y negar información a la comunidad y familiares 
para evitar denuncias y adulterar la escena del crimen. 
Otra modalidad de estas ejecuciones, es la que ha sido más difundida en los medio de 
comunicación, mediante la cual fueron ejecutados extrajudicialmente más de una docena 
de jóvenes de Soacha, pero también centenares en el resto del país. En esta modalidad, 
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se desplegaron medios materiales y recursos organizativos de una manera mucho más 
sofisticada; se evidencia en los crímenes, que se estableció previamente un perfil de 
víctima, y se diseñó el modus operandi, con el propósito de garantizar el éxito de los 
operativos militares delictivos, se contó con la participación de una pluralidad de actores 
y participes, cada uno de los cuales tiene una función determinada. 
Las dos modalidades tienen varios elementos comunes y serán objeto de análisis en este 
trabajo, sin embargo, en la última se enfocará mayor atención, por tratarse de la más 
compleja y elaborada, a continuación examinaremos los elementos enunciados en forma 
analítica. 
4.1.2 Despliegue de medios materiales. 
Para cometer las ejecuciones extrajudiciales del periodo de la política de seguridad 
democrática, los perpetradores emplearon recursos materiales considerables, sobre todo 
cuando la modalidad era la desaparición previa de jóvenes citadinos marginales, tales 
recursos fueron obtenidos en parte y, reiteradamente, como remuneración por las 
recompensas ofrecidas de acuerdo a la política enunciada en la directiva ministerial 029 
de 2005 (Ministerio de Defensa Nacional, 2005), las cuales se cobraron a través de 
civiles, a los que se les entregaba una parte mínima de la recompensa, para distribuir lo 
restante entre los militares participes en el operativo criminal, en otras ocasiones, en 
cobro de la recompensa se hacía mediante falsedad documental. 
De forma paralela se implementó una política de estímulos directos para los militares, 
tales como vacaciones y reconocimientos en su hoja de vida, que presentaran resultados 
operacionales contados bajas reales de adversarios en combate. 
Generalmente se alteraba la escena del crimen colocando armas de corto y largo alcance 
y granadas, las cuales pueden llegar a tener en el mercado negro un precio superior al 
valor de la recompensa, con lo que resulta evidente que ésta no era el móvil final del 
crimen, a pesar de que algunos participantes en particular pudiesen perseguir tal 
propósito, en especial los ejecutores finales y los civiles. 
Es decir, a pesar de que los ejecutores estuviesen motivados por la recompensa, para 
otros coautores este no podía ser el móvil, pues resultaría más rentable vender las armas 
y pertrechos en el mercado negro que reclamar la recompensa.  
En algunos casos se empleaban prendas militares, sin embargo, la práctica cambiar de 
ropas a las víctimas después de la ejecución no es tan difundida, posiblemente debido a 
que se ha desarrollado en las fuerza pública, un acumulado de experiencia en 
modificación de la escena del crimen para su ocultamiento y en el pasado se presentaron 
no pocos casos que las heridas de bala en las víctimas no correspondían al estado de los 
uniformes 
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Se ha establecido en una significativa cantidad de casos que las víctimas eran 
trasladadas de su sitio de origen, generalmente de las ciudades, a sitios lejanos, por 
ejemplo, de Soacha a Norte de Santander; el costo del transporte era cubierto, 
generalmente, por el miembro de la organización criminal que hacía las veces de 
“reclutador”, tal como se ha evidenciado en varios procesos penales, en especial en los 
casos de ese municipio aledaño a Bogotá, donde la estructura criminal ejecutora estaba 
compuesta por los mismos autores en los casos hasta ahora con sentencia o en juicio. 
Igualmente, la organización criminal disponía de vehículos en que se transportaba a las 
víctimas al lugar donde finalmente serían ultimados. 
Igualmente, en estas ejecuciones extrajudiciales era necesario cubrir los costos de 
transporte de los reclutadores y otros participantes del crimen. 
4.1.3 Recursos organizativos 
La composición mixta de las unidades organizativas criminales (civil – militar) denota que 
se empleó la estructura organizativa del Ejército y otras fuerzas, como el DAS. En el 
ejército se utilizaron unidades orgánicas operativas y de inteligencia, en acciones 
militares a los que se les dio falsa apariencia de legalidad, a través de la utilización y 
falsificación ideológica de instrumentos organizativos cotidianamente empleados y 
diseñados para propósitos legales, de acuerdo al derecho operacional, tales como: el 
orden de batalla, informes de inteligencia, tablas de operación y equipamiento y la misión 
táctica. 
Teniendo en cuenta que la participación era mixta (Civil – Militar), y que las funciones de 
los participantes estaban distribuidas ya que, en general, los militares orgánicos no 
participaban en la selección y reclutamiento de las víctimas y solo en algunos casos los 
militares de inteligencia participaron de esta tarea criminal, tuvo que ser necesario 
desplegar recursos organizativos para el reclutamiento y organización de los civiles que 
participaron en los crímenes, igualmente para la participación en los actos encaminados 
al cobro de las recompensas y empleo de recursos para la gestión de estos civiles. 
4.1.4 Sofisticación de la organización criminal,  
Así pues los militares contaban con la estructura orgánica del Estado, la cual 
instrumentalizaron para perpetrar los crímenes, pero además fue indispensable en esta 
modalidad de las ejecuciones extrajudiciales la participación de civiles que debieron ser 
organizados en estructuras que requerían cierto nivel de disciplina, y articulados con la 
estructura militar estatal para constituir una misma empresa criminal. 
Con lo anterior se evidencia un nivel de organización extremadamente complejo que, sin 
embargo, se replicó casi en todos los departamentos del país. 
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4.1.5 Diseño del modus operandi 
El hecho de que el mismo modus operandi que requería tan compleja organización se 
hubiese podido replicar, de una manera tan concentrada, en un periodo relativamente 
corto, indica que fue previamente diseñado, no necesariamente como la creación 
perversamente genial de un experto, pero si como el resultado de una multiplicidad de 
experiencias que de alguna manera se socializaron, lo cual solamente pudo ser avocado 
por una necesidad con el mismo génesis, tal génesis fue la exigencia de resultados 
operacionales a manera de conteo de cuerpos, que se presentaron como resultados 
exitosos en la guerra contra la oposición armada. 
Sin embargo, el diseño del modus operandi no fue espontáneo ya que, evidentemente, 
los aportes acumulativos que le dieron origen fueron deliberados, ya que respondían al 
mismo propósito criminal. 
4.1.6 Selección del perfil de las víctimas 
Un aspecto altamente especializado del diseño del modus operandi fue la selección 
desde entonces de las víctimas, ya que se ha demostrado en los procesos que sin 
excepción hasta ahora conocida se trataba de personas de extracción social humilde, 
desempleados o con empleos precarios, con antecedentes de consumo de drogas, en su 
mayoría jóvenes de quienes se espera más disposición o arrojo e ingenuidad, y cierto 
nivel de desarraigo, residentes en lugares remotos al sitio de la ejecución del crimen. 
Este perfil presente en el modus operandi, ampliamente reiterado en el periodo 
estudiado, da cuenta de la intención previamente establecida de esconder el carácter 
criminal de las bajas a través del ocultamiento de su identidad y el evitar que personas de 
la región de los hechos pudiesen identificar a las víctimas presentadas como sin 
identificar. 
Además de los descritos, otros factores importantes en el diseño del modus operandi, de 
esta variedad de ejecuciones extrajudiciales, fueron la selección y motivación a los 
ejecutores, la automatización de la conducta criminal, fungibilidad de los ejecutores, la 
generalización y de la conducta por reiteración de esta forma de proceder criminal por 
diferentes ejecutores, la selección de las víctimas para cada uno de los casos en 
particular, la planificación de los crímenes en particular y los mecanismos de garantía de 
impunidad. 
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4.2 La propaganda como mecanismo en la guerra contra 
las guerrillas: política de estado y móvil en las 
ejecuciones extrajudiciales 2002 -2010 
En este apartado se abordará el cómo la propaganda institucional contrainsurgente 
convirtió en una necesidad la idea de resultados como conteo de cuerpos. 
“El problema ante la agresión no es disparar o no disparar, el problema es decir o 
no decir la verdad” (Uribe, 2009) 
El excesivo gasto militar que significó el aumento a más de cuatrocientos mil efectivos de 
las fuerzas armadas, requería una justificación, se ganara o no la guerra; la enorme 
presión ejercida por los altos mandos militares y el presidente de la república a los 
uniformados para que produjeran resultados que mostrar, requería que las bajas 
aparecieran a como dé lugar (Guevara Cantillo, 2014). Dentro de los homicidios 
confesados por el excapitán del ejército y paramilitar Adolfo Guevara Cantillo se cuentan 
los que correspondían a civiles entregados al ejército para ser presentados como 
guerrilleros muertos en combate, los cuales fueron utilizados como resultados exitosos 
en la lucha contrainsurgente (Bruno, 2009). 
4.2.1 . La estrategia propagandística de la política de Seguridad 
Democrática era una estrategia propagandística de guerra. 
Desde la campaña presidencial de Álvaro Uribe para las elecciones presidenciales del 
2002, se establecieron las bases de lo que se constituiría en la política de Seguridad 
Democrática, como plan de gobierno, se trataba de una estrategia de militarización de la 
sociedad, en que jugaría parte esencial la propaganda institucional, a través de los 
grandes medios de comunicación, el énfasis principal de tal estrategia mediática sería la 
seguridad, como el más relevante bien común de los colombianos: 
“La Política de Defensa y Seguridad Democrática es una política de Estado de 
largo plazo, que se desarrollará en coordinación con todas las entidades del 
Gobierno y las demás ramas del poder. La verdadera seguridad depende no sólo 
de la capacidad de la Fuerza Pública de ejercer el poder coercitivo del Estado, 
sino también de la capacidad del poder judicial de garantizar la pronta y cumplida 
administración de justicia, del Gobierno de cumplir con las responsabilidades 
constitucionales del Estado y del Congreso de legislar teniendo presente la 
seguridad como el bien común por excelencia de toda la sociedad”. (Ministerio de 
Defensa Nacional, 2003: 32,). 
El discurso militarista de Uribe que permeó toda la sociedad, en el que se negó la 
existencia de un conflicto y se explicó la existencia de las guerrillas como expresión del 
terrorismo, acogiendo la doctrina norteamericana de guerra contra el terrorismo, 
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definiendo al enemigo como una amenaza desprovista de propuestas políticas y cuya 
única faceta era la violenta, dio como resultado la imposibilidad de solución negociada y, 
por ende, la violencia como única posible respuesta y solución. En múltiples 
oportunidades Álvaro Uribe refirió que con el terrorismo no se negociaba.  
“En la debilidad de gobiernos anteriores y el fortalecimiento que debido a ello 
alcanza lo que en su acepción abstracta y genérica, pero sobre todo envolvente, 
denomina como terrorismo, estarían las causas de la violencia. Será el terrorismo 
entonces el origen y la respuesta final a todos los males: los heredados del 
pasado, los que se siguen viviendo y los que están por venir si es que no logra ser 
derrotado”. 
 “De acuerdo con ese análisis, en Colombia no hay un conflicto armado sino una 
amenaza terrorista contra la sociedad. Su derrota será entonces el camino a 
seguir como responsabilidad no únicamente del Estado sino de la sociedad en su 
conjunto. En figuras como las Redes de Informantes, los Frentes de Seguridad 
ciudadana, los soldados campesinos, el pago de recompensas, principalmente, 
descansará la participación de esta última”. (Ortiz Medina 2009: P 87-88) 
El discurso de Uribe comprendió dos aspectos contradictorios, uno negativo, que 
presentaba una situación inviable: la negociación, el proceso de paz entre las FARC y el 
gobierno de Pastrana, fue presentado como evidencia de ello, como la entrega de 
territorio colombiano al “terrorismo”, como la renuncia del monopolio de la fuerza por el 
Estado a favor de su adversario. (López de la Roche, 2014) 
Sin embargo, el discurso no solamente constaba de ese aspecto negativo de 
imposibilidad, también debía tener un aspecto positivo que lograra la adhesión de 
amplios sectores de la nación, los colombianos, como todo conglomerado, esperan ser 
guiados a triunfos y avances, el simple análisis de una situación desfavorable genera 
animadversión hacia  tal situación negativa, en este caso hacia la solución pacífica y 
negociada al conflicto, pero no genera adhesión, porque la sola caracterización del 
fenómeno no es una propuesta. 
El aspecto positivo del discurso y la propaganda uribista comprendía la posibilidad de 
terminar con las guerrillas, recategorizadas como “terrorismo”, por la vía de la 
confrontación armada, este aspecto es el que contenía una propuesta, mediante la cual 
buscaba la adhesión de la población y su apoyo, sin embargo, requería de evidencias 
que demostraran su viabilidad.  
Tal evidencia de viabilidad de la salida militar al conflicto se convirtió en una ingente 
necesidad del gobierno, que logró importantes resultados en la guerra contra el 
“terrorismo”, los cuales fueron ampliamente difundidos, recurriendo incluso a la hipérbole. 
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Dentro de esos logros importantes están, no solo los militares sino otros que, en todo 
caso, se mostraron como accesorios, uno de los más importantes es el desmonte del 
paramilitarismo, que fue manejado como un proceso de espaldas al país, entre otras 
cosas porque en la zona de concentración de Santa Fe de Ralito estuvo ausente la 
sociedad colombiana en sus diferentes expresiones organizativas y los medios tuvieron 
un restringido acceso, a diferencia de anteriores procesos de paz frustrados y exitosos 
con grupos armados al margen de la ley como los que se dieron a principios de los años 
90 del siglo XX. (López de la Roche, 2014) 
Igualmente, fueron presentados de forma rimbombante en la prensa los magníficos 
resultados de la desmovilización de guerrilleros, que llegó a incluir frentes enteros, como 
el 47 de las FARC en 2008. 
En cuanto a la iniciativa militar, el principal esfuerzo del gobierno y eje de su política de 
Seguridad Democrática, se presentaron importantes golpes a las guerrillas, por su puesto 
exhibidos como trofeo a la opinión pública que se enardecía con ellos con intensidad 
comparable a la del entusiasmo que años atrás despertó el proceso de paz en la zona 
del Caguán. 
Varios líderes guerrilleros cayeron ante ataques de la fuerza pública, se logró la 
liberación de secuestrados, hubo un repliegue de la insurgencia en importantes zonas del 
país, la fuerza pública recuperó puestos de policía abandonados, y logró el control de 
municipios y veredas que había perdido, se estableció un número importante de bases 
militares, se aumentó la cantidad  de unidades militares y el pie de fuerza, al tiempo que 
se movilizó a militares de rangos más altos hacia áreas de operaciones.  
Estos esfuerzos significaron un enorme crecimiento del gasto militar y mayor 
participación del mismo en el presupuesto nacional. 
Con respecto al proceso de desmonte del paramilitarismo, los propios jefes paramilitares, 
por ejemplo, Ernesto Báez denunciaron como fraudulentos importantes aspectos del 
proceso que tuvo su culmen en Santa Fe de Ralito, entre ellos, que el número de 
desmovilizados que rondaba el doble del número real de paramilitares. (López de la 
Roche, 2014), sin embargo, tales denuncias no tuvieron eco en la opinión pública, 
contrario a la propaganda institucional que se difundió fervientemente a lo largo del país 
e internacionalmente. 
La opinión pública conoció crecientes denuncias de falsas desmovilizaciones de 
guerrilleros, (El País, 2012) la más importante de ellas (el caso que tiene hasta hoy 
prófugo de la justicia colombiana al ex comisionado de paz), que simuló la 
desmovilización de todo un frente de las FARC, el Cacica Gaitana.  
La propia permanencia de la guerrilla como un actor armado de alcance nacional, era 
muestra de que a pesar de los avances, al final del primer periodo de Uribe no se 
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cumpliría la promesa de campaña de terminar con la guerrilla, definida institucionalmente, 
como terrorismo. 
Los logros de la política de seguridad democrática, presentados a la opinión pública por 
la prensa, estuvieron acompañados por una intensa campaña de represión contra 
sectores sociales disidentes, críticos o de oposición, la consecuencia lógica fue un 
creciente ola de  denuncia de violaciones a los derechos humanos y desconocimiento de 
libertades y garantías democráticas, que a pesar de no encontrar una expresión y 
acogida amplia con relación a la popularidad del gobierno, si se consolidaba como una 
base que amenazaba la popularidad del gobierno.   
Los mencionados aspectos, hacían necesaria la permanencia del apoyo de las mayorías 
a la política de seguridad democrática que no podía garantizarse de otra manera que 
manteniendo el muy alto nivel de demostraciones triunfales en la guerra a presentar ante 
la opinión pública, la opción del gobierno fue mostrar resultados operacionales, definidos 
como, bajas guerrilleras en combate a como diera lugar. 
Igualmente la incidencia internacional de las denuncias de violaciones a los derechos 
humanos había logrado que el congreso estadounidense, de mayoría demócrata, 
estableciera condicionamientos en materia de derechos humanos para la ayuda militar; 
sostener la popularidad de la política de seguridad democrática, constituía un contrapeso 
a la denuncia de los organismos de derechos humanos nacionales e internacionales.  
En el año 2006 con la llegada al congreso de los Estados Unidos de una bancada 
mayoritaria del partido demócrata, crítico de las violaciones de los derechos Humanos en 
Colombia, se restringió y condicionó la ayuda militar. (CCEEU 2014, P 70) 
Era necesario, entonces, para el gobierno justificar la ayuda estadounidense en la guerra, 
la que dependía de la efectividad de las unidades militares que contaban con apoyo. 
En entrevista para la investigación de la Coordinación Colombia Europa Estados Unidos 
Publicada en el 2014, “un oficial de alto rango, sugiere que la necesidad de mostrar 
resultados de la asistencia de Estados Unidos le motivaba a que persiguiera mayores 
números de bajas del enemigo, y describe como los requisitos burocráticos podían 
aportar a que oficiales de EE.UU ignoraran las violaciones realizadas por parte de 
unidades colombianas:  
“‘Resulta que estamos matando –sí guerrilleros–, por supuesto, pero también 
estamos matando inocentes para mostrarle lo efectivo que era su apoyo. Yo 
llegaba a los cuadros de las salas de guerra y encontraba bajas de combate, 
muertos en combate…Y si a mí me citaba un gringo, ‘¿cómo va la guerra?’ ‘Bien, 
20 bajas, 3 bajas.’ Yo le mostraba todo bueno porque estoy vendiendo mis 
resultados para que usted me diera más plata. El gringo no me pregunta, ¿Y son 
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guerrilleros? ¿Oiga, son milicianos? ¿Oiga, son civiles? El gringo no sabe, el 
gringo necesita saber que lo que él está invirtiendo es exitoso.’ 
“Oficiales de Estados Unidos también accedían a las salas de guerra donde los números 
de bajas fueron mostrados en la pared, según el oficial” (CCEEU, 2014 P 73). 
Tanto los reales como los simulados o fabricados, fueron presentados a los medios como 
logros de la Política de Seguridad Democrática y capitalizados como apoyo de la 
población a la misma. 
No cabe duda de que una de las fortalezas de la política de seguridad democrática fue su 
estrategia mediática, por lo que, sin el apoyo de los medios la política de Álvaro Uribe no 
hubiese podido ver el fin de sus dos periodos presidenciales, Uribe logró mantener en las 
encuestas de opinión hasta el 80% de favorabilidad, muchos, aunque no recordaban a su 
antecesor en el poder, solían opinar que era el mejor presidente de la historia de 
Colombia, todo esto a despecho de que varios  congresistas afines a él fueron 
encarcelados por parapolítica, y no pocos de sus aliados fueron vinculados a procesos 
judiciales por narcotráfico e incluso su ministro estrella fue privado de la libertad. Sin 
duda la influencia de Uribe en los medios era desbordante. 
Lo que se ha llamado por algunos el “embrujo autoritario” consistió en la lógica uribista de 
manejar la política como un espectáculo para persuadir, como efectivamente sucedió, a 
amplios sectores de la población de las bondades de la política de seguridad 
democrática, en este cometido fue de importancia crucial la generación de un lenguaje 
publicitario que hizo posible el desarrollo de varios aspectos 
“[…] primero, la imagen estética de la publicidad lo autorizó para hablar desde la 
lógica de lo documental –al usar soldados reales, es decir disciplinados por la 
lógica militar- al tiempo que ficcionalizaba la seguridad como protección y la 
violencia como necesaria para la seguridad; segundo, la institucionalidad se narró 
desde las lógicas de la eficacia, despertando un sentido de pertenencia 
institucional y respeto hacia las instituciones, que de algún modo, referenciaba el 
nacionalismo: Por otro lado, la Política de Seguridad Democrática vista como 
“instrumento de unificación” (Debord, 2007: 38), se trataba del “discurso unificado” 
–que aunque presentado de forma fragmentada y dispersa- condensó y resignificó 
lo ya existente para darle un nuevo significado, una nueva lógica, lo dotó de otros 
signos que con la condición de reiteración parecía que hicieran parte natural de 
nuestra cotidianidad, de nuestra cultura, a propósito, Stuart Hall dice que se trata 
de esos códigos en uso que revela la profundidad del hábito donde “en realidad lo 
que el código naturalizado demuestra es el grado de hábito producido cuando hay 
un vínculo y reciprocidad -una equivalencia entre los extremos de codificación en 
un intercambio de significados” (1980: 133). (Gordillo) 
Ocupando la propaganda un lugar de tal relevancia en la política de Seguridad 
Democrática, desde el militarismo se desdeña la solución misma del conflicto y da a la 
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violencia un carácter de permanente por necesidad, no solamente se convierte en 
cotidiana sino que se promueve su defensa apasionada a cambio de la discusión 
razonada, contribuyendo a la polarización del país, sin duda favorable a la política 
estatal. 
La necesidad de un talante documental en el discurso oficialista exige ingentemente 
resultados, su causa deja de tener trascendencia casi por completo, ante la falta de 
controles a la producción de los mismos, los resultados se convierten en un fin en sí 
mismo, y el hecho de que sean verdaderos o falsos deja de importar, el resultado debe 
ser presentado como respaldo del aspecto positivo de la propaganda oficial. 
“Hechos como los falsos positivos y las ejecuciones extrajudiciales se asumen 
como la expresión misma de la degradación de la política. Lo anterior en tanto 
que, convertida en un fin en sí mismo, y en su afán de mostrar resultados, se 
convierte ella en la fuente misma de producción de estos sucesos. En fin, la idea 
es que con la Política de Seguridad Democrática la sociedad colombiana seguirá 
anclada en la persistencia de un discurso militarista, que no sólo significa un 
nuevo aplazamiento de la solución de sus conflictos sino del sostenimiento de la 
violencia como parte de su discurrir cotidiano”. (Medina 2009: P 89) 
La discusión razonada es reemplazada por la defensa a ultranza de un discurso febril, 
quien interioriza y adopta el discurso de los vencedores se convierte en vencedor, quien 
se solaza con ajenas victorias, sin importar que tan ciertas sean, ensoberbecido defiende 
su bando, no tanto por ser suyo sino por ser vencedor, una investigación del aspecto 
propagandístico de la política oficial compara en estos términos la naturalización del 
lenguaje en el régimen nazi con el periodo uribista.  
“La naturalización del lenguaje que había circulado durante casi seis años de 
gobierno de Álvaro Uribe Vélez. Víctor Klemperer, filólogo judío, escribió en su 
libro “La lengua del Tercer Reich” que el poder del nazismo radicaba en el 
lenguaje “se introducía más bien en la carne y en la sangre de las masas a través 
de palabras aisladas, de expresiones, de formas sintácticas que imponía 
repitiéndolas millones de veces y que eran adoptadas de forma mecánica e 
inconsciente”, produciendo en el espectador ese efecto narcótico para mantener 
el poder que el régimen Nazi trató de resolver a través del uso de la propaganda 
política” (Gordillo) 
Para este efecto, ya desde los años 90, las fuerzas armadas habían desarrollado sus 
propios medios de comunicación en función de su misión institucional, (Ejercito Nacional 
de Colombia) para el periodo de la política de seguridad democrática, el ejecutivo 
pretendió y, en gran medida, logró estandarizar en los medios de comunicación privados 
su particular lenguaje militarista, mediante lo que algún investigador ha llamado un 
“manual de estilo” (López de la Roche, 2014), recomendaciones en un tono bastante 
impositivo a los medios, respaldadas con el señalamiento de connivencia con el 
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“terrorismo” a las expresiones empleadas por los medios de comunicación que 
pretendieran sentirse independientes, así la terminología empleada en los medios de 
comunicación de las fuerzas militares migró rápidamente a los medios privados y de allí a 
la cotidianidad nacional. 
4.2.2 Ejecuciones extrajudiciales como parte de una estrategia 
propagandística de guerra. 
Las ejecuciones extrajudiciales perpetradas en el periodo de la política de seguridad 
democrática estaban enmarcadas dentro de la estrategia propagandística de guerra, dan 
cuenta de ello tanto la necesidad de presentar resultados operacionales de la que se 
habló más arriba, como la efectiva utilización de los “falsos positivos” en los medios. 
Igualmente se evidencia tal circunstancia las presiones del Gobierno al alto oficialato 
para que la obtención de resultados operacionales, la política de estímulos, la definición 
de resultados como bajas en combate, la directiva ministerial 029 de 2005, la ausencia 
de controles para desestimular la comisión de crímenes, los altos índices de impunidad 
en la justicia penal militar, y la renuencia de esta jurisdicción a remitir los casos a la 
justicia ordinaria, cada uno de estos puntos será abordado en seguida 
 Presión a militares.  
A causa de la perentoria necesidad del gobierno de justificar el inmenso gasto militar se 
generalizó en la fuerza pública una presión por parte del gobierno para presentar 
resultados rápidos y mesurables como bajas en combate, en el lenguaje militar 
“positivos”. 
En el año 2006, al menos cinco oficiales del Ejército, en declaraciones ante los medios, 
permitieron conocer la situación de intensa presión por presentar diariamente bajas a que 
estaban sometidos. (El Tiempo, 2006) 
Sergio Jaramillo, asesor del ministro de defensa de esa época, Juan Manuel Santos, en 
declaraciones al periódico Bogotano El Tiempo, describió como insaciable la presión del 
gobierno por las bajas, calificando como "verosímiles las afirmaciones de que no todas 
las bajas de la IV Brigada han sido hombres con fusil” (Jaramillo, 2011). 
Alfredo Rangel, quien fuera asesor en Seguridad Nacional, del Ejército Nacional, en 
entrevista a la revista Cambio, en el año 2009, describió como el esquema de evaluación 
de resultados favorecía las ejecuciones extrajudiciales en la modalidad de “falsos 
positivos” y “valora excesivamente -y, a veces, exclusivamente- las bajas del oponente, y 
castiga desproporcionadamente los propios fracasos operacionales. Consecuencia: 
tendencia a lograr bajas sin asumir riesgos, sin exponerse demasiado o, mejor, nada. 
Resultados: civiles indefensos que aparecen muertos en combates que nunca existieron” 
(Rangel, ¿Qué Pasa en el Ejercito?, 2006)  
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Ante la creciente e insoportable presión por resultados operacionales, las quejas de los 
propios militares empezaron a abundar y a ser conocidas por la opinión pública, algún 
tiempo después del escándalo de los casos de ejecuciones extrajudiciales de jóvenes de 
Soacha, también en los procesos judiciales y disciplinarios se conoció de estas quejas 
que incluían la calificación negativa a comandantes de unidades militares que no 
presentaran resultados en términos de bajas. 
Una de tales quejas, particularmente reveladoras, fue la presentada por el teniente Edgar 
Iván Flórez Maestre, adscrito a la XIV Brigada del Ejército Nacional, ante la Dirección 
Nacional de Investigaciones Especiales de la Unidad de Derechos Humanos de la 
Procuraduría General de la Nación, el 15 de diciembre de 20096: 
 “Nos dijo mi Coronel Ramírez, cada comandante de compañía me debe 
responder por un muerto en combate cada mes y la sección segunda me debe 
responder por tres muertos al mes, en este momento la guerra se mide en litros 
de sangre, el comandante que no tenga resultados de muertos por mes, tendrá la 
sanción correspondiente y se verá reflejado en su folio de vida [...] En otra ocasión 
a principios de 2008, cuando tomó el mando de la Brigada el Coronel Juan Carlos 
Barrera Jurado, en un programa radial le dijo a todos los comandantes de batallón 
que el batallón que en noventa días no tuviera bajas o combates, hace echar del 
Ejército al comandante por su negligencia o incapacidad operacional [...] La 
presión se empezó a poner cada vez más dura, hasta un nivel que nos contaban 
los días que llevábamos sin combatir, en el centro de operaciones táctico, existía 
un tablero en el cual se llevaban las estadísticas de las compañías donde se 
sumaban los muertos y se contabilizaban los días que llevábamos sin combates y 
sin muertos”  (Coordinación Colombia Europa Estados Unidos, 2012) 
La Fundación FOR y la Coordinación Colombia, Europa Estados Unidos, en su 
investigación respecto a la asistencia militar de Estados Unidos a Colombia, recaudaron 
también testimionios de militares colombianos que denuncian tal situación de presión del 
gobierno por obtener resultados operacionales en términos de personas muertas: 
“El mando del General Mario Montoya, que era comandante del Ejército desde 
marzo de 2006 a noviembre de 2008, coincide con el mayor aumento en las 
ejecuciones extrajudiciales –144%– bajo el mando de cualquier comandante del 
Ejército durante el periodo. Según un oficial de alto rango entrevistado para este 
estudio, el general Montoya le dijo: “Mire, es que usted frenó, ya no tiene bajas, 
en cambio Hernán Mejía en Valledupar, me dice, ‘mi general hoy vamos a tener 
                                               
 
6
 Un resumen completo de la queja se encuentra en el artículo del catedrático de la Universidad 
de Antioquia y columnista de la revista semana Juan Diego Restrepo, Teniente Coronel Wilson 
Ramírez, Brigada XIV del Ejército "Comandante que no tenga resultados de muertos por mes, 
tendrá sanción correspondiente" en la página de Internet DH Colombia en http://goo.gl/6tcLlD 
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10 bajas,’ resulta que a las 6 de la mañana me llama y no son 10 bajas, son 20. 
Así tiene que hacer usted. Usted lo que tiene que hacer es, una baja, y coge toda 
la patrulla y la saca con 15 días de licencia y les entrega un millón de pesos a 
cada soldado para que vaya franco. ¿De dónde saca la plata? Sáquenla de 
gastos reservados. Plata de inteligencia”169. Cuando el General Montoya Uribe 
fue ascendido para comandar, con apoyo de Estados Unidos, la Fuerza de Tarea 
del Sur para el empuje inicial del Plan Colombia en 2000, rumores ya circulaban 
acerca de que “a donde iba ese tipo, los paramilitares se fortalecieron.” Montoya 
le dijo a un asesor de Estados Unidos que su estrategia era reducir el número de 
efectivos de las FARC en un 50% –una estrategia de ‘conteo de cadáveres–’170” 
(CCEEU 2014,  P 68). 
Una tesis presentada por tres oficiales, como requisito de grado en el curso de acenso a 
estado mayor, en la Escuela Superior de Guerra, en el año 2006, (Sabogal Moreno, 
2006) estableció, claramente, a partir de un estudio en que se encuestaron a 60 
Sargentos, Capitanes y Mayores, de los cuales el 100% manifestó “que habían recibido 
incentivos para producir bajas enemigas, y que en ocasiones fueron amenazados por no 
abatir en combates”.  
“El 40 % de los suboficiales y 25 % de los capitanes, manifestaron haber sido 
amenazados con ser sancionados para que produjeran resultados operacionales. 
La totalidad de los suboficiales encuestados considera que las presiones que 
recibe para que se produzcan bajas de terroristas, influye en las infracciones al 
DIH”. 
“La tesis de los oficiales también reveló que para recibir medallas de orden 
Público, las unidades tenían que producir un mínimo de bajas enemigas. 
El trabajo de investigación de los oficiales concluyó que las presiones de los 
superiores podrían causar errores en operaciones. 
- La exigencia de bajas enemigas en combate logra influir en la conducta de 
militares activos que los lleva en algún momento a violar los DDHH. 
 
- Los incentivos creados para estimular los resultados operacionales son mal 
interpretados y facilitan su violación. 
 
- Se llega a amenazar con anotaciones en el folio de vida de los mandos que no 
arrojan resultados operacionales de esta clase. 
 
- El número de quejas por violaciones a los DDHH e infracciones al DIH, es 
superior al de los procesos seguidos a miembros de la Fuerza Pública por la 
misma causa”.  (Noticias Uno, 2014) 
 
Sistematicidad en Ejecuciones Extrajudiciales 2002 - 2010 51 
 
 
 Política de Estímulos a la presentación de resultados operacionales 
Desde 1998 los gobiernos de Colombia implementaron la entrega de recompensa como 
política, la ley 418 de 1998, estableció incentivos de esta clase para quienes colaboraran 
con la justicia mediante actos como delaciones y otros. En 1999 la ley 548, estableció la 
posibilidad de entregar recompensas a colaboradores de los organismos de inteligencia 
estatal. 
Posteriormente la ley 782 de 2002 creó el Fondo Nacional de Seguridad y Convivencia 
Ciudadana que financiaría operaciones de redes de inteligencia y recompensas a 
desmovilizados que colaboraran con la justicia. El Decreto 128 de 2003 estableció 
bonificaciones por colaboración, tal como lo hizo el decreto 2767 de 2004 que fueron 
reforzadas por las directivas del Ministerio de Defensa Nº 029 de 2005 y 015 y 016 de 
2007, así como por el decreto 1400 del 5 de mayo de 2006, que creó la bonificación por 
operaciones de importancia nacional, llamado  Boina; en el mismo sentido que el decreto 
1058 de 2008, lo que evidencia que la entrega de recompensas por colaboración con las 
fuerzas militares no eran solamente medidas aisladas sino que constituían una política 
estatal. 
Los cursos tomados por oficiales del ejército, sobre todo en Estados Unidos, constituyen 
importantes anotaciones en sus hojas de vidas y se convierten en factores importantes 
en su acenso, el siguiente cuadro da una idea de la relación de proporcionalidad entre el 
número de ejecuciones extrajudiciales atribuidas a brigadas del ejército y los cursos a 
obtenidos por sus comandantes. 
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 Definición de resultados operacionales como bajas en combate 
Los resultados en las operaciones por los que el gobierno presionaba e incentivaba no 
eran otros que muertes humanas, consideradas como resultados positivos, varios 
documentos oficiales dan razón de ello, entre los más conocidos está la Directiva 
Ministerial Permanente No. 29 del 17 de noviembre de 2005, suscrita por el entonces 
ministro de defensa Camilo Ospina, documento dado a conocer a la opinión pública y uno 
de los detonante del escándalo mediático de las ejecuciones extrajudiciales de jóvenes 
de Soacha en el 2008. 
Editorialistas de importantes medios de comunicación como El Espectador calificaron 
como “una repudiable política estatal” la que formulaban estos documentos “En el mejor 
de los casos, estamos ante una política que pudo haber incentivado actividades 
criminales por parte de los miembros de la Fuerza Pública […] En retrospectiva, al 
menos, resulta evidente que la política de recompensas tuvo consecuencias graves y que 
el Gobierno debe replantear algunos de los métodos empleados para la evaluación, la 
remuneración y el ascenso de los miembros de las Fuerzas Armadas”.  
(Elespectador.com, 2008) 
La Fiscalía General de la Nación, a través de su Unidad Nacional de Derechos Humanos, 
dio a conocer que sus estadísticas sobre denuncias de ejecuciones extrajudiciales, que 
en 2005 fueron 73, número que ascendió dramáticamente a 122 en 2006 y 245 en 2007, 
evidenciando un desmesurado ascenso de los crímenes por parte de la fuerza pública, 
luego de la promulgación de la directiva ministerial 29  (Elespectador.com, 2008) 
Entonces ya se hacía evidente para la opinión pública que los reiterados casos de 
ejecuciones extrajudiciales constituían una política de estado, el citado editorial del diario 
liberal indicó en su oportunidad que “ya no se trata de casos aislados o de negligencia de 
algunas unidades. Se trata de una política general que tuvo efectos perversos y que por 
lo tanto compromete a las cabezas de la institución.”.  (Elespectador.com, 2008) 
 Directiva 29 de 2005 del Ministerio de Defensa 
Del texto de la directiva queda claro que se no solamente se diseñan unas medidas, ya 
que su asunto es “Política ministerial que desarrolla criterios para el pago de 
recompensas por la captura o abatimiento en combate de cabecillas de las 
organizaciones armadas al margen de la ley, material de guerra, intendencia o 
comunicaciones e información sobre actividades relacionadas con el narcotráfico y pago 
de información que sirva de fundamento para la continuación de labores de inteligencia y 
el posterior planeamiento de operaciones”. (Ministerio de Defensa Nacional, 2005, pág. 
1)   
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La directiva define dentro de sus objetivos específicos el de “Fijar criterios de valoración 
para cancelar recompensas por los principales cabecillas de las OAML [organizaciones 
Armadas al Margen de la Ley]…” 
El documento condiciona el monto de las recompensas a los resultados operacionales, 
siempre que la información conduzca a “resultados positivos” 
Resulta evidente, en varios apartes de la directiva ministerial, que dentro de los 
resultados operacionales se considera el “abatimiento” de personas. 
La directiva establece que recompensas por “cabecillas y miembros de guerrillas, 
escuadras o rasos responsables materiales de desarrollar y/o apoyar a nivel local 
acciones terroristas” en un monto de 10 salarios mínimos mensuales legales, que a la 
fecha de promulgación del documento correspondía a $3.815.000 pesos. 
Las recompensas fueron cobradas, en muchos casos, por militares que incurrían en 
falsedad material en documento público, al suscribir actas de pago con firmas falsas, en 
ocasiones con nombres de personas inexistentes, también en los procesos penales se ha 
podido establecer que civiles actuaban en complicidad con los militares para el cobro de 
las recompensas, por falsos positivos, para luego distribuirse los dineros entregados 
entre los participantes. (Sentencia contra Dagoberto Bustamante y otros por el Homicidio 
en Persona protegida de Johan caicedo, 2013)  
 Política de incentivos a militares 
A la par con la excesiva presión por obtener resultados operacionales el gobierno diseñó 
una política de beneficios para los militares que presentaran tales “positivos”, en 
desarrollo de la cual los militares participantes de operativos “exitosos” en términos de 
bajas recibirían, como efectivamente lo hicieron, permisos, cursos, condecoraciones, 
vacaciones, entre otros beneficios. Las declaraciones del teniente Edgar Iván Flórez 
Maestre, uno de los oficiales involucrados en operativos de este tipo son reveladoras al 
respecto: 
“Él me comentó de los trabajos que se estaban haciendo en el batallón, de las 
legalizaciones, o sea, de los muertos en combate o mal llamados falsos positivos. 
Me dijo que estaba muy aburrido porque todos los que estaban dando bajas 
salían de permiso, les daban cursos y condecoraciones. Entonces me dijo que 
tenía pensado hacer un trabajo, que ya había coordinado la información, que ya 
había conseguido el arma” (Coordinación Colombia Europa Estados Unidos, 
2014) 
Resulta revelador también, que la política de ascensos estaba claramente marcada por 
los resultados operacionales presentados por comandantes de brigadas y batallones, en 
lo que un medio de comunicación llamó “el concurso de falsos positivos” (Arenas: 2014) 
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El informe de la Fundación FOR y Coordinación Colombia Europa Estado Unidos 
denuncia como “tres de los cinco comandantes de brigada con el mayor número de 
ejecuciones documentadas [por tropas] bajo su mando se convirtieron en comandantes 
del Ejército, entre ellos el oficial de alto rango activo con mayor número de denuncias por 
ejecuciones extrajudiciales cometidas por tropas bajo su mando”. 
La misión de las Naciones Unidas, encabezadas por el relator Phillip Alston, también 
encontró irrefutables evidencias de que la política de estímulos a los militares generó en 
forma extendida las ejecuciones extrajudiciales, en uno de sus apartes, el informe dice: 
“Mi investigación reveló que algunos incentivos son relativamente informales y no 
regulados, existiendo diferencias de una unidad a otra. Un soldado, por ejemplo, 
me explicaba cómo un asesinato, en su unidad, era recompensado por 15 días de 
vacación. Cuando se acercan algunas fiestas, me dijo, los soldados se esfuerzan 
por “ganar” vacaciones” (Alston, 31 de marzo de 2010.) 
 Ausencia de control que desestimulara crímenes 
La política que combinó fuertes presiones, estímulos y recompensas por bajas en 
combate no aparejaba una serie de medidas que contrarrestaran la tendencia a cometer 
violaciones a los derechos humanos y a emprender acciones criminales, aunque tal 
resultado resultaba previsible, tal como lo ha expresado el estudio publicado en 
Vniversitas (Villa Ernesto 2009), y como de hecho lo previó el estudio efectuado por 
oficiales de la Escuela Superior de Guerra,  (Sabogal Moreno, 2006) sobre todo la 
existencia de este último estudio lleva a colegir razonadamente que el resultado de los 
crímenes no fue imprevisto sino que constituyó en si una política de estado. 
 Impunidad en la justicia penal militar 
Otro aspecto que indica que el extendido y reiterado fenómeno de las ejecuciones 
extrajudiciales, en modalidad de falsos positivos, constituyó una política de estado, es el 
hecho de que se desarrolló desde el ejecutivo un recio esfuerzo en pro de garantizar que 
los delitos cometidos por los militares fueran juzgados por la Jurisdicción Penal Militar y 
que no se les sometiera a la justicia ordinaria, esto llevó a los uniformados el mensaje de 
respaldo a sus acciones y de garantía de impunidad. 
Lo anterior, teniendo en cuenta que, a pesar de que en todos los casos de bajas 
reportadas como ocurridas en combate se suele iniciar proceso en la jurisdicción penal 
militar, también es generalizado que tales investigaciones son archivadas sin acusación.  
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 Renuencia de remisión de expedientes a la justicia ordinaria y conflicto positivo de 
competencia. 
Antes del 2008, cuando se hizo evidente la dimensión de la conducta de ejecuciones 
extrajudiciales de personas presentadas como abatidas en combate por la fuerza pública, 
era generalizada la renuencia de los despachos de la jurisdicción penal militar a remitir 
los casos a la justicia ordinaria, incluso, trabándose conflicto positivo de competencia 
cuando la Fiscalía General de la Nación solicitaba abocar el conocimiento de caso. 
 Ausencia de capturados en operativos: Indicio de simulación de combates en 
operativos con falsos positivos. 
Resulta evidente la razón de que no se presentaran capturados en los mismos operativos 
militares en que se perpetraban las ejecuciones extrajudiciales, hoy que ya se han 
develado los crímenes, su dimensión y sistematicidad, sin embargo, tal circunstancia 
debió haber encendido alarmas en el gobierno, que debió establecer controles si esté 
no era su propósito, pues no resulta lógico que en la enorme cantidad de casos 
reportados como “positivos” por bajas en combate no se hubiese presentado ninguna 
captura. 
Una circunstancia similar se presentó en los años 80 en Perú, cuando el gobierno de 
Alan García determinó establecer controles, luego de que no se presentara ninguna 
captura de subversivos en multiplicidad de operativos que presentaban bajas, lo que llevó 
a que se esclareciera la responsabilidad de la fuerza pública en muertes de civiles en 
falsos combates. (Comisión de la Verdad y Reconciliación De Perú, 2003, pág. sección 
IV)  
4.3 Relación del Modus Operandi con el Móvil en el 
análisis de la sistematicidad en las ejecuciones 
extrajudiciales perpetradas en el periodo de la 
política de “seguridad democrática 
Las decisiones de los jueces colombianos en casos de ejecuciones extrajudiciales perpetradas 
durante el periodo de la política de “seguridad democrática” se inclinan a construir una línea 
jurisprudencial parcialmente funcional a la impunidad, en cuanto, aunque se han calificado las 
conductas como de lesa humanidad, condenando a miembros de bajo rango de las fuerzas militares 
y a pesar de la evidencia, no las entienden como parte de una política diseñada desde las más altas 
esferas del poder estatal. 
Con relación a las ejecuciones extrajudiciales, perpetradas en el periodo de la política de 
“seguridad democrática”, se ha proferido un reducido número de sentencias y en un 
número aún menor se ha declarado el crimen como de lesa humanidad, teniendo en 
cuenta que se presentan los elementos de sistematicidad y generalidad, relacionado al 
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concepto de “aparato organizado de poder de carácter estatal”, sin embargo, 
entendiendo tal relación como la instrumentalización de parte del aparato estatal por el 
agente y no como una política diseñada originalmente para tal fin (Tribunal Superior de 
Antioquia, 2010). 
La sistematicidad en ejecuciones extrajudiciales del periodo mencionado, ha sido abordada en los 
estrados judiciales, sin embargo, no ha sido profundamente analizada, en su relación con el móvil y 
el modus operandi, en lo que tiene que ver con “el hombre de atrás” (si hemos de usar la expresión 
comúnmente relacionada con la teoría de la autoría mediata), se trata de un aspecto que resultará de 
crucial importancia en la determinación de la responsabilidad de los agentes, y seguramente su 
estudio contribuirá a la teoría de la autoría mediata, el dominio del hecho y responsabilidad del 
superior en los actos del ejecutante. (Tribunal Superior de Córdoba, 2012) 
La Sentencia del Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Valledupar, confirmada por el 
Tribunal Superior del Cesar, relacionada con la ejecución extrajudicial de Johan Caicedo, 
joven desempleado de Barranquilla, a manos del Ejército en el Cesar, a pesar de que no 
declaró el crimen como de lesa humanidad, sí estableció una relación entre la conducta 
de los condenados y las directivas del Ministerio de Defensa sobre recompensas y 
beneficios, refiriéndose a tal medida como un grosera afrenta al estado de derecho. 
(Juzgado 4 penal del circuito de Valledupar, 2012, p. 60) 
En dos casos de ejecuciones extrajudiciales en el periodo de la política de la seguridad 
democrática, en que la víctima es presentada como muerta en combate (Sentencia de 
Primera Instancia por la Muerte de Daniel Pesca Olaya y Eduardo Garzón Páez, 2011) 
(BRUNAL OLARTE, 2013), los jueces, de acuerdo con la solicitud de los apoderados de 
las víctimas, declararon que los hechos constituían crimen de lesa humanidad,  las 
sentencias, sin embargo, no acogieron en todas sus partes la tesis de la representación 
de víctimas, pues no fue considerado el modus operandi como elemento de la 
sistematicidad, ni tampoco se discutió en profundidad su relación con el móvil, entendido 
este último como la finalidad propagandística del gobierno expresada a través de una 
política estatal de alcance nacional. 
En el caso de la ejecución extrajudicial de Daniel Pesca y Eduardo Garzón, la sentencia 
de primera instancia, a pesar de contener algunas citas de tratadistas sobre la definición 
del crimen de lesa humanidad, como aquel lesivo a la “conciencia general de la 
humanidad”, no se hace un análisis de la sistematicidad, ni se tiene en cuenta las 
definiciones del Estatuto de Roma. La Corte Suprema de Justicia en sentencia de 
casación, asume el postulado de primera instancia sin mayores observaciones. 
(Sentencia de Primera Instancia por la Muerte de Daniel Pesca Olaya y Eduardo Garzón 
Páez, 2011) 
En el caso de la Ejecución extrajudicial del Fair Porras, es el fallo de segunda instancia el 
que recoge la propuesta de las víctimas sobre la declaratoria del crimen como de lesa 
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humanidad, sin embargo, tampoco desarrolla el análisis a la luz de los elementos del 
artículo 7 del Estatuto de Roma. (BRUNAL OLARTE, 2013) 
Otras sentencias, en casos de ejecuciones extrajudiciales en el periodo 2002 – 2010, no 
se detienen a analizar los elementos de la conducta como de lesa humanidad, a pesar de 
que en varias se profiere fallo condenatorio por desaparición forzada y homicidio en 
persona protegida u homicidio agravado. 
La sentencia Tribunal Superior de Cundinamarca, del 30 de Julio de 2013, modificó la de primera 
instancia del Juzgado Cuarto especializado de Cundinamarca, al considerar que la desaparición 
forzada y posterior ejecución de Fair Leonardo Porras, joven discapacitado de Soacha, como 
crimen de lesa humanidad, al concurrir los elementos de sistematicidad, generalidad y un elemento 
discriminatorio, se entendió como único móvil la obtención de recompensas y beneficios. 
El tratamiento de los elementos constitutivos del crimen contra la humanidad, en la sentencia, tuvo 
en cuenta la doctrina de la Corte Suprema de Justicia al respecto, considerando necesario el 
concurso de los elementos sistematicidad y generalidad, a diferencia de lo preceptuado en el 
artículo 7° ° del estatuto de Roma, que no exige el concurso de los dos elementos sino que los 
enuncia como alternativos. 
Resulta trascendental el análisis del elemento generalidad en el fallo, pues se tuvo en cuenta 
hechos no investigados en el mismo proceso, sin embargo, el fallo no profundizó en la relación de 
estos dos elementos entre sí y con el móvil, ya que de hacerlo conduciría inevitablemente a la 
conclusión que las recompensas y beneficios no constituían el único móvil, pues la generalidad en 
los hechos, la reiteración del modus operandi y la extensión de las empresa criminal conducen a 
pensar en una motivación superior a las recompensas y beneficios, cómo el impacto mediático de 
las falsas bajas del “enemigo” en la conquista de la opinión pública, de crucial importancia en el 
desarrollo del conflicto armado interno, impacto mediático esperado por el gobierno, del que, 
incluso, en algún momento, sacó provecho. 
El fallo modificó el de primera instancia al condenar al oficial que no participó directamente en la 
operación aplicando así la teoría de la autoría mediata. Aunque se menciona un elemento 
discriminatorio, éste no está claramente asociado al móvil. La sentencia al hacer el análisis de 
aparato organizado de poder, no hace alusión a las directivas ministeriales que establecieron el 
sistema de recompensas y beneficios, con lo que no se entiende como elemento sistémico de tal 
aparato la política subyacente en él
8
. 
El análisis de los móviles es precario en la sentencia que califica el delito de lesa 
humanidad, por cuanto aborda solamente el móvil inmediato, el cual sirve de incentivo a 
los ejecutores (obtención de recompensas y beneficios) pero no el móvil de la política 
                                               
 
8
 Contra el fallo se presentó demanda de casación, que fue inadmitida por la Corte Suprema de Justicia 
mediante auto AP3455-2014, dentro del radicado 43303 del 25 de junio de 2014. 
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que incentiva tal conducta. Tal móvil es el desarrollo de la estrategia propagandística del 
gobierno basada en los logros en la guerra contra las guerrillas, los cuales se podían 
hacer evidentes en el número de bajas que resultaron ser falsas. 
Tal limitación en el análisis de los móviles, contribuye que no se entienda la 
sistematicidad y generalidad como elementos de una política de Estado. El estudio del 
elemento subjetivo solo está enfocado a la conducta del ejecutante, dejándose de lado 
en lo que tiene relación con “el hombre de atrás”, diseñador de la política, lo que dificulta 
su vinculación como responsable y el encuadramiento típico a partir de los preceptos de 
la ley penal colombiana. 
Los jueces y magistrados no han aceptado, posiblemente por falta de claridad en el análisis, por las 
evidentes presiones o por ambas, que la sistematicidad en estos crímenes está determinada por la 
relación del móvil y el modus operandi, la fiscalía tampoco lo ha entendido así, aunque en varios 
casos relevantes así lo han presentado los representantes de las víctimas. La comprensión de esta 
relación configurante de la sistematicidad, como elemento del delito de lesa humanidad, 
contribuirá a su dimensionamiento como la ejecución de una política diseñada desde las más altas 
esferas del poder estatal. (Sentencia 059 (preacuerdo) por homicidio en persona protegida, 2010),  
La totalidad de los casos, los fallos dictados en procesos por ejecuciones extrajudiciales, 
perpetradas en el periodo de la política de “seguridad democrática”, se ha desatendido, en parte 
importante, el criterio y la argumentación de los apoderados y apoderadas de las víctimas, las 
organizaciones nacionales y las instancias internacionales de protección de los derechos humanos 
en tal sentido. 
Cuando me refiero a la totalidad de los casos, lo hago porque de los fallos por ejecuciones 
extrajudiciales en el periodo de la política de “seguridad democrática” en el único que se considera 
la conducta como de lesa humanidad, los elementos generalidad y sistematicidad de los crímenes 
de lesa humanidad no fueron entendidos como parte de una política diseñada con la participación 
de los más altos funcionarios del gobierno nacional y las fuerzas armadas, a pesar de la evidencia 
presentada al respecto. 
En la mayoría de los fallos, ni siquiera se considera que en las conductas los elementos generalidad 
y sistematicidad. 
Según Cárdenas, E. y Villa, E (2012) en La Política de Seguridad Democrática y las Ejecuciones 
Extrajudiciales, partiendo de categoría de la teoría de Juegos, el estudio describe a la política de 
seguridad democrática del gobierno de Uribe como un “mecanismo principal agente”, se trata de 
un modelo económico que coincide en muchos elementos con la teoría de la autoría mediata por 
dominio del hecho, a partir del referido modelo muestra su relación de esa política con el 
incremento de las víctimas de ejecuciones extrajudiciales.  
Los autores, jurista y economista, entienden en el modelo la existencia de “fallas” en la política de 
seguridad democrática y plantean como alternativa un modelo corregido, al que denominan “de 
seguridad con responsabilidad militar” a partir del análisis del empleo de incentivos a las unidades 
militares para evitar los “falsos positivos”. 
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El estudio entiende que la política de “seguridad Democrática” no apareja a su agresiva 
propuesta de lucha contra la insurgencia y el crimen organizado y fortalecimiento del 
aparato judicial para el control de las fuerzas militares, que consideran un “elemento 
importante” en su relación con el aumento de las ejecuciones extrajudiciales. 
El escrito resulta acertado en su propósito de describir el modelo correspondiente a la 
política de seguridad democrática, para el efecto, parte del objetivo declarado en tal 
política, cual es “la protección de los colombianos y el fortalecimiento del Estado de 
derecho y la autoridad democrática en todo el territorio”, de ahí que identifique como 
“fallas” en el modelo, la ausencia de incentivos para evitar “falsos positivos”. 
Consecuencia lógica de tal análisis, es la propuesta de un modelo en que se prevé el 
incentivo para evitar lo que llama la “acción oculta” desde la teoría de juegos.9 
Sin embargo, se evidencia en el artículo, el soslayo de la diferencia entre los fines 
declarados y los fines realmente perseguidos, los cuales no coincidían en el actuar de la 
institucionalidad, la conclusión de que el gobierno nacional, haya obviado los incentivos 
para evitar los “falsos positivos” y que aún más procurara mecanismos para 
fomentarlos,10 indica claramente que existía una incongruencia entre el objetivo 
declarado y el objetivo perseguido. (Cárdenas, 2012)  
4.3.1 Necesidad del nivel de organización con relación al 
propósito o móvil 
La descripción del sofisticado andamiaje y organización de que se valieron los 
perpetradores, para cometer cada uno de los delitos, en particular denota que no era 
necesario para el éxito en el propósito de recompensas económicas y beneficios 
particulares, para ese efecto resultaba ya suficiente la modalidad de ejecuciones 
espontáneas en que incurren las unidades militares en el campo, que finalmente no 
requerían de iniciativas superiores a los efectivos y comandantes de los operativos 
militares en particular. 
El exceso en los medios para la obtención de un propósito denota no solamente que la 
modalidad más refinada, de extraer jóvenes humildes de las ciudades, partía de 
iniciativas superiores a las de los comandantes de los operativos dentro de los que se 
presentaban los resultados nefastos, además denota propósitos superiores a los de los 
limitados móviles de los ejecutores directos. 
Se ha señalado, en varias oportunidades, a militares de alto rango, comandantes de 
unidades militares mayores (Batallones, Brigadas), como responsables de las 
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 Teoría empleada usualmente en economía para describir y predecir el comportamiento de los 
agentes económicos. 
10
 Estatuto antiterrorista que proveía de funciones de policía judicial a las unidades militares 
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ejecuciones extrajudiciales y el móvil de éstos como el de reconocimientos, pero más 
vehementemente se ha señalado como el móvil la satisfacción de ingentes demandas del 
gobierno central. 
Solamente la necesidad de mostrar resultados en la dirección del cumplimiento de 
promesas de solución del conflicto armado, por la vía militar, o en los términos del 
gobierno central de “acabar con el terrorismo”, explica coherentemente el magnífico 
despliegue de recursos, sofisticación organizativa y dimensión del fenómeno de las 
ejecuciones extrajudiciales en esta modalidad. 
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5. Capítulo 5: Ejecuciones extrajudiciales con 
propósitos propagandísticos. 
En este capítulo se desarrollarán dos tesis, la primera que las ejecuciones extrajudiciales 
perpetradas en el periodo de la política de seguridad democrática estaban enmarcadas 
dentro de la estrategia propagandística de guerra y segunda que tal estrategia 
propagandística correspondía a una política de estado. 
Para demostrar estas dos tesis íntimamente vinculadas será necesario exponer, 
inicialmente, los contenidos básicos de la política de seguridad democrática más allá de 
los eufemismos, que ya resultan tradicionales en la presentación formal de las políticas 
contenidas en la propaganda institucional y los planes de desarrollo. 
Con base en lo anterior, se desarrollará el análisis de la estrategia mediática 
antisubversiva, contenida en la política de seguridad democrática y la importancia de la 
primera en la segunda. 
Lo anterior nos llevará a comprender la necesidad del gobierno de presentar resultados 
operacionales a la opinión pública y cómo, dentro de tales resultados a presentar, se 
emplearon las ejecuciones extrajudiciales producidas por el ejércitos en falsos combates 
y denominados en los medios eufemísticamente como “falsos positivos” 
Como se ha señalado, desde la perspectiva del derecho penal internacional y, en 
especial, del Estatuto de Roma, existe una relación directa entre los elementos política y 
sistematicidad en la definición del crimen como de lesa humanidad. Diversas voces han 
apuntado en la dirección de calificar el extendido fenómeno criminal como una política de 
estado, incluso, desde la misma institucionalidad. 
“Es sintomático que la Procuraduría General de la Nación, al levantar cargos 
contra 27 militares implicados en los falsos positivos de Soacha, haya 
conceptuado también que los “falsos positivos” eran producto de “un plan 
criminal cuyo único propósito era satisfacer una exigencia institucional, 
nacida de la necesidad de mostrar a los altos mandos militares y, por qué no 
decirlo, al Gobierno, que la lucha contra los grupos armados ilegales se estaba 
ganando” (Negrillas ausentes en el original) (CINEP, 2011) 
5.1 Política de Seguridad Democrática 
Para el año 2002 en Colombia la brecha entre ricos y pobres seguía siendo una de las más 
escandalosas del mundo, a la par con el índice de necesidades básicas insatisfechas, el difícil y 
costoso acceso a la salud y a la educación determinados por las exorbitantes ganancias de las 
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empresas privadas que se lucran en esos sectores, sin embargo a la orden del día siempre estaba un 
tema del que, como hoy los políticos, han sabido sacar importantes réditos electorales: la Paz. 
Visto desde otro ángulo podríamos decir que es la guerra ese aspecto con el que los políticos 
cautivan a su electorado, Andrés Pastrana gana las elecciones de 1998, con una audaz estrategia de 
ofrecer al pueblo colombiano la paz, a través de negociaciones con las FARC. Álvaro Uribe gana 
por prometer acabar militarmente con la guerrilla; su apuesta depende de la insurgencia y su 
propuesta tiene, en el centro del eslogan, la oferta por un bien que parece interesar más a los 
colombianos que otra cosa: la seguridad, sin importar el hecho de no tener bienes materiales que 
asegurar, ni contar con posibilidades de viajar, deviene en importante para todos que las carreteras 
estén asegurados y las propiedades garantizadas.  
La seguridad democrática es un concepto que se contrapone a la seguridad autoritaria, el ámbito 
internacional en que se desarrolla el concepto hace referencia no ya a la seguridad del territorio, 
sino a la seguridad del estado ante los atentados de una criminalidad cada vez de mayor 
envergadura, ya sea común u organizada. 
La evolución del concepto de seguridad ha pasado por la seguridad integral, la seguridad humana, 
que se expresa en términos de superación de zozobra, no por las armas sino por el desempleo, la 
falta de cobertura sanitaria o educativa, se trata de una preocupación por la vida y la dignidad 
humanas. 
“La seguridad humana toma como punto de partida al ser humano, con su visión multidimensional 
e integral, ofrece una perspectiva comprehensiva para proteger a las personas de las amenazas 
críticas y extendidas que afectan su supervivencia, sus medios de vida y su dignidad” (Instituto 
Interamericano de Derechos Humanos, 2011, P. 6). 
El concepto de seguridad ciudadana fue empleado también en campañas electorales y programas 
de gobierno locales, más bien proclives a la represión de sectores de las sociedad, estigmatizados 
por sus condiciones sociales de exclusión y/o marginación, así, estos programas fueron aplicados 
mediante medidas de fortalecimiento de facultades policiales, en detrimento de los derechos civiles 
y garantías, a los que originalmente se asoció la expresión desde las instancias internacionales. 
Es reveladora la definición del Instituto Interamericano de Derechos Humanos que asocia el 
concepto a la garantía que brinda el estado a sus ciudadanos de disfrutar de los derechos, a la 
inclusión social y no a la marginación, es en este marco en el que los instrumentos internacionales 
de derechos humanos y la Constitución Política de Colombia han establecido la seguridad como un 
derecho de los ciudadanos. (Linares Prieto, 2011, pág. 27) 
“[L]a Política del actual gobierno colombiano [de Álvaro Uribe Vélez] no sólo se aparta de 
concepciones más elaboradas e integrales de seguridad, la seguridad humana por ejemplo, 
sino que se acoge a unas tesis que mantiene y tiende a reforzar el discurso militarista 
prevalente en la sociedad colombiana. Así mismo, que regresa a conceptos o rasgos de los 
mismos ya superados tanto nacional como internacionalmente, como el de la Doctrina de 
Seguridad Nacional, principalmente” (Ortiz, 2009, pág. 89) 
Con este marco normativo, el entonces candidato Álvaro Uribe Vélez, dio a conocer dentro de los 
100 puntos de su “Manifiesto Democrático” la búsqueda de las paz y la seguridad democrática, 
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expresión que entonces no producía los escalofríos, como hoy produce; los puntos del documento 
referidos a este ítem contenían claras referencias al involucramiento de la población civil en 
labores de cooperación con las fuerzas armadas o en las funciones policiales, en forma muy similar 
a las propuestas corporativas de regímenes fascistas en la historia. 
Otros puntos del manifiesto democrático, hacían referencia a reformas legales, como un nuevo 
estatuto antiterrorista, para combatir a la guerrilla y a los paramilitares, a través de la reducción de 
las libertades democráticas, facilitando detenciones y allanamientos sin orden judicial; el concepto 
de terrorismos se extendía a toda forma de violencia política y de amenaza para el Estado e, 
igualmente, proponía el fortalecimiento de las fuerzas armadas. (Uribe Vélez, 2002) 
El Manifiesto Democrático no se quedó en promesas de campaña, desde los primeros días de su 
gobierno Uribe encontró la forma de justificar la implementación de estados de excepción
11
, en que 
las libertades democráticas fueron severamente limitadas y se creó un ambiente propicio para la 
represión estatal. 
La política de seguridad democrática comprendía la opción de militarizar la sociedad, desde su 
interpretación del principio de solidaridad en la constitución, como la solidaridad de los 
ciudadanos con la fuerza pública, de esta manera, la política estatal comprendía involucrar a los 
civiles en el conflicto armado, que se negó desde el principio al calificar a los movimientos 
guerrilleros como expresiones del terrorismo, para el cual no existía otra respuesta que el 
exterminio. (Presidencia de la República - Ministerio de Defensa, 2003, págs. 6 - 7) 
El gobierno centró su iniciativa en el fortalecimiento del aparato militar de la inteligencia de 
Estado y de instrumentos jurídicos que restringían gravemente las libertades civiles, entre las que 
se contaban en establecimiento de las Zonas de Rehabilitación y Consolidación.  
La destinación de una importante proporción del presupuesto público al fortalecimiento del aparato 
militar en defensa del estado, aunado a las fuertes críticas y requerimientos del movimiento de 
derechos humanos a nivel nacional e internacional, así como de las instituciones multilaterales de 
defensa de derechos humanos, hacía cada vez más perentorio el presentar resultados que 
justificasen los sacrificios del presupuesto, los derechos humanos y las libertades de los 
ciudadanos. 
A pesar de los avances en la guerra contra las guerrillas (Presidencia de la Republica - Ministerio 
de Defensa Nacional, Agosto 2002 - Diciembre 2003) (Departamento Nacional de Planeación, 
2007), era inminente que el gobierno no lograría cumplir su promesa de terminar con la guerrilla 
por la vía militar, ante tal circunstancia el gobierno entonces optó por exigir a los militares 
mayores resultados que mostrar en la lucha contrainsurgente. 
Los triunfos de las fuerzas militares fueron magnificados en la prensa. Para el 2005 ya las cifras 
resultaban sospechosas, por ejemplo, con respecto al desarrollo del Plan Patriota las cifras 
insurgentes, muertos en combate, presentadas a la prensa por el Ministerio de Defensa superaban 
                                               
 
11
 Pocos días después de la posesión presidencia se expidió el decreto 1837 de 2002, mediante el 
cual se decretó el estado de conmoción interior en todo el territorio nacional. 
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en más del 300% a las reportadas por las FARC (CINEP, 2005, p. 16). Para el 2003, el gobierno 
informaba formidables resultados en la lucha contra el terrorismo, éxitos que cuantificaba en el 
número de guerrilleros capturados y dados de baja: 8.900 capturados por las fuerzas armadas y 
2.600 dados de baja, es decir un total de 11.500 guerrilleros fuera de combate en poco más de un 
año lo que resulta impresionante pues el mismo gobierno consideraba que en el 2002 las FARC 
contaban con 16.900 integrantes. (Presidencia de la República - Mindefensa, 2003, p. 26) 
Paralelamente, antes de finalizar el primer gobierno de Uribe Vélez se estimaba que, a 
consecuencia de la política de seguridad democrática, morían en promedio 9,3 civiles diariamente 
(CINEP, 2005, p. 19) y las guerrillas continuaban exhibiendo poder militar y control, aunque 
disminuido, sobre zonas y corredores importantes. 
Evidentemente el gobierno necesitaría promover y forzar los resultados como efectivamente lo 
hizo, estos resultados se exigían e incentivaban a las fuerzas armadas en los mismos términos en 
que se presentaban, es decir, en guerrilleros dados de baja y capturados.  
Para el 2007 ya resultaba evidente que las cifras de integrantes de las organizaciones armadas al 
margen de la ley, fuera de combate, rebasaban las de miembros de esas organizaciones, calculados 
por el mismo gobierno en el 2002, lo que indica que, para ese momento, ya habían muchas 
personas capturadas y ejecutadas presentadas como armados ilegales sin que realmente lo fueran 
(CCEEU, 2012, p. 9-10). 
Uno de los estímulos estaba expresado en la directiva No. 29 de 2005 del Ministerio de Defensa, 
documento que tuvo el carácter de reservado hasta que explotó el escandalo llamado “de los falsos 
positivos” en la prensa, la directiva ofrecía prebendas a los efectivos militares que presentaran 
integrantes de las organizaciones armadas ilegales así como recompensas económicas a los civiles 
que contribuyeran con información al mismo propósito. (Ministerio de Defensa Nacional, 2005) 
Igualmente, se exigía a las unidades militares este tipo de resultados, en el tono que le caracteriza 
el entonces presidente de la república Álvaro Uribe, en un discurso, con ocasión del aniversario de 
la Fuerza Aérea, incentivaba y a la vez exigía resultados positivos:  
“Esperamos resultados positivos todos los días, General Ballesteros. Han 
demostrado que pueden hacerlo. Los positivos de los cuales le han dado cuenta 
al país, suscitan la gratitud de los colombianos pero producen crédito a la Fuerza 
Aérea para que los colombianos exijan más. Dicen los colombianos en su sentido 
común: si lo ha hecho también, está acreditada para que le pidamos más. Muchas 
gracias a la Fuerza Aérea y que viva Colombia” (Uribe Vélez, 2007). 
En esta alocución presidencial se evidencia el objetivo de los resultados operacionales: el 
cobro ante la opinión pública los réditos políticos por los positivos ya alcanzados en la 
lucha contrainsurgente, positivos que resultaron falsos y realmente constituyeron 
ejecuciones extrajudiciales de civiles. 
Alfredo Rangel, asesor del entonces ministro de defensa Juan Manuel Santos, en entrevista a la 
Revista Cambio, expresó muy claramente la fuerte presión que se ejercía sobre los militares para 
obtener de ellos resultados en términos de guerrillero dados de baja. (CCEEU, 2012, p. 10) 
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“se [implantó] un problemático esquema de evaluación [de desempeño]: valora 
excesivamente -y, a veces, exclusivamente- las bajas del oponente, y castiga 
desproporcionadamente los propios fracasos operacionales. Consecuencia: tendencia a 
lograr bajas sin asumir riesgos, sin exponerse demasiado o, mejor, nada. Resultados: 
civiles indefensos que aparecen muertos en combates que nunca existieron” (Rangel, 2006) 
La interrelación de factores que contribuyeron al aumento de las ejecuciones extrajudiciales en la 
modalidad de falsos positivos, evidencia que no se trataba de una situación casual, estos factores 
estaban estrechamente imbricados, de manera tal, que no se puede concluir algo diferente a que se 
trató de una política estatal. 
“La creación de incentivos para que los oficiales y soldados rasos midieran el éxito 
con las bajas del enemigo. Bajo esta forma de pensar, presentar a las guerrillas 
muertos en combate era una medida importante del éxito militar colombiano. Un 
informe de 2004 de inteligencia de EE.UU. que caracteriza el efecto declaró, "esta 
mentalidad tiende a incentivar las violaciones a los derechos humanos por soldados 
bien intencionados tratando de obtener su cuota para impresionar a sus superiores."12  
 
En noviembre de 2005, el Ministro de Defensa, Camilo Ospina, expidió la Directiva 29, 
que establece como política compensación monetaria por las acciones que conducen a la 
muerte de los miembros de grupos armados ilegales. 
 
“La falta de controles, incluidos los mecanismos administrativos y judiciales para 
castigar a los soldados y oficiales implicados en ejecuciones extrajudiciales - en otras 
palabras, la impunidad.  
 
“Una cultura de aversión al riesgo y de la "protección de fuerza": medidas de 
rendimiento "un problemático esquema de evaluación [de desempeño]: valora 
excesivamente - y, a veces, exclusivamente- las bajas del oponente, y castiga 
desproporcionadamente los propios fracasos operacionales” , según el analista de 
seguridad Alfredo Rangel. “Consecuencia: tendencia a lograr bajas sin asumir 
riesgos, sin exponerse demasiado o, mejor, nada." 
 “Algunos agentes agresivos, ambiciosos o poco éticas en el ámbito regional o local. 
 “El papel de los líderes nacionales, como el presidente Álvaro Uribe (2002-2010) y el 
comandante del Ejército, general Mario Montoya (2006-2008).” 
“Según un oficial de alto rango entrevistado para este estudio, el general Montoya le 
dijo: “Mira, es que usted frenó, ya no tiene bajas, en cambio Hernán Mejía en 
Valledupar, me dice, ‘mi general hoy vamos a tener 10 bajas, ‘resulta que a las 6 de 
la mañana me llama y no son 10 bajas, son 20, así tiene que hacer usted. Usted lo 
que tiene que hacer es, una baja, y coge toda la patrulla y la saca con 15 días de 
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 Ramsey, op. cit., p. 131. 
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licencia y les entrega un millón de pesos cada soldado para que vaya franco. ¿De 
dónde saca la plata? Sáquenla de gastos reservados. Plata de inteligencia”.13 
“Cuando Montoya fue ascendido para mandar, con apoyo de Estados Unidos, la 
Fuerza de Tarea del Sur para el empuje inicial del Plan Colombia, en 2000, rumores 
ya circulaban que “a donde se iba ese tipo, los paramilitares se fortalecieron.” 
Montoya le dijo a un asesor de Estados Unidos que su estrategia era reducir el 
número de efectivos de las FARC por 50% - una estrategia de ‘conteo de 
cadáveres.’14 (Coordinación Colombia Europa Estados Unidos, 2014. P 64) 
 
Por otra parte, se verificó una correlación directa entre la ayuda militar estadounidense a 
Colombia y el aumento y disminución del número de ejecuciones extrajudiciales, la 
investigación de la Coordinación Colombia Europa Estados Unidos, arroja como 
resultado que las zonas donde se presentó una mayor cantidad de ejecuciones coincidía 
con el área de operación de las unidades militares y oficiales que recibieron mayor 
asistencia y entrenamiento por parte de Estados Unidos.  (Coordinación Colombia 
Europa Estados Unidos, 2014 pág. 67) 
 
Una evidencia más, de que esta la práctica de ejecuciones extrajudiciales constituyó una 
política de estado, es el sistema que hizo efectivo ascensos a comandantes de unidades 
militares, bajo cuyo mando se hubiesen efectuado un mayor número de ejecuciones 
extrajudiciales, resulta ilustrador, que; 
 
“Tres de los cinco comandantes de brigada con el mayor número de ejecuciones 
documentadas bajo su mando se convirtieron en comandantes del Ejército. Entre 
ellos el actual comandante del Ejército, el General Jaime Lasprilla Villamizar, 
quien es el oficial de servicio activo con el mayor número de homicidios 
denunciados cometidos por soldados bajo su mando de la brigada”.  
… 
 
“Algunos de los oficiales con el mayor número de homicidios cometidos bajo su 
mando (por ejemplo Lasprilla, Rodríguez Clavijo, Montoya, Mejía) recibieron 
significativamente más capacitación de EE.UU., en promedio, que otros oficiales 
durante este período. Los oficiales con una formación extensa de EE.UU. son 
más propensos a subir de rango, y de manera similar, los que suben es más 
probable que tengan acceso a las oportunidades de formación de los Estados 
Unidos. Esto sugiere que el ascenso de los oficiales como criterio del éxito de la 
formación no mide el desempeño en derechos humanos, y que en una entidad 
con un pobre historial de derechos humanos, tales medidas son propensos a 
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Entrevista con oficial colombiano retirado, 2 octubre 2013. 
14
 Entrevista, Washington, DC, 1 de junio de 2013. 
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exacerbar un problema existente”. (Coordinación Colombia Europa Estados 
Unidos, 2014) 
 
5.2 Estrategia Mediática Antisubversiva. 
No cabe duda de que una de las fortalezas de la política de seguridad democrática fue su 
estrategia mediática, sin el apoyo de los medios, la política de Álvaro Uribe no hubiese 
podido ver el fin de sus dos periodos presidenciales, el señalamiento y estigmatización 
como terroristas a sus detractores, dentro de los que estaban no solo opositores políticos 
y defensores de derechos humanos nacionales, sino los voceros de Amnistía 
Internacional, Human Rigths Watch y hasta el Comité Internacional de la Cruz Roja.  
Uribe logró mantener en las encuestas de opinión hasta el 80% de favorabilidad, muchos 
ciudadanos, aunque no recordaban a su antecesor en el poder, solían opinar que era el 
mejor presidente de la historia de Colombia, todo esto a despecho de que muchos de sus 
partidarios en el Congreso fueron encarcelados por parapolítica, varios de sus aliados 
vinculados a procesos judiciales por narcotráfico e, incluso, su ministro estrella privado 
de la libertad. Sin duda la influencia de Uribe en los medios era desbordante. (López de 
la Roche, 2014). 
En el centro de la estrategia mediática de la seguridad democrática estaba por supuesto 
la promoción de la seguridad, como necesidad primordial de la nación, el enemigo de la 
seguridad, en primer plano era el terrorismo, significado en la insurgencia armada, así la 
guerra antisubversiva, que ya desde antes de Uribe había cobrado la denominación de 
guerra contra el terrorismo,  se puso en el centro de la agenda mediática del gobierno. 
Pero, además, la política militar del gobierno contra las FARC, reportó importantes 
avances a través de los medios de comunicación y causó un importante impacto en el 
público, que significó un “relativo alivio de la carga simbólica de violencia muerte y 
desesperanza que los colombianos habían soportado durante los 80 y 90.” (López de la 
Roche, 2014. Pág. 119) 
5.3 Ejecuciones extrajudiciales en los medios 
Una vez se estableció que las ejecuciones extrajudiciales de los jóvenes de Soacha, 
presentadas como muertes en combate, no constituían casos aislados, rápidamente se 
entendió que tales casos solamente eran la punta del iceberg (Bruno, 2009), para 
emplear una expresión que se hizo común para describir la situación, los medios masivos 
de comunicación, con gran influencia en la opinión pública, decidieron romper la censura 
y mostrar las dimensiones nacionales del fenómeno. 
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A pesar de la evidencia del involucramiento de varias brigadas de ejército y de la 
uniformidad en el modus operandi, el retiro de varios militares de alto rango, bastó para 
calmar el caldeado ambiente en los medios y el presidente de la república y el ministro de 
defensa no sufrieron graves daños en su imagen, en consideración a la gravedad del 
asunto, no hubo sanciones económicas al país, no se retiró la ayuda norteamericana por 
tal situación ni hubo importantes declaraciones de la “comunidad internacional” hacia el 
gobierno de Colombia. 
Establecer un panorama del tratamiento del fenómeno que se trivializó en los medios 
masivos como “los falsos positivos”, nos permitirá entender cómo el gobierno logró 
sortear hábilmente la situación mientras que continuaba presentando resultados en la 
guerra expresados en supuestos o reales guerrilleros dados de baja, “por el prisma de los 
medios se filtra la manera como vemos y enfrentamos el conflicto social y político”.  
El documental Falsos Positivos realizado por la Asociación Campesina de Antioquía, es 
ilustrativo respecto a esta situación y nos servirá para entender como el gobierno 
direccionó la opinión pública. (A.C.A., 2009).  
“Nunca antes las fuerzas armadas habían acumulado tal número de éxitos en su lucha 
por la seguridad de los ciudadanos”, así noticias RCN presentó a las fuerzas armadas 
como uno de sus personajes del año en 2008, en el mismo clip en que se refieren a los 
“correctivos concretos en el grave episodio de los llamados falsos positivos” (A.C.A., 
2009) 
“2008 será recordado como un año excepcional para las fuerzas armadas 
colombianas, que por primera vez lograron vencer el escepticismo y convencer a 
la opinión pública colombiana que si es posible ganar la guerra”.  
Así concluye el reporte de RCN, sobre los logros de las fuerzas armadas donde se 
establece claramente la relación de los logros en la guerra presentados en los medios y 
el impacto favorable en la opinión pública. (A.C.A., 2009) 
A fuerza de la repetición de expresiones sobre los triunfos en la guerra, tales triunfos 
pasaron sin análisis y sin discusión de relevancia en los medios, “La guerra, en términos 
audiovisuales, se describe como una serie de sucesivos "golpes" (contra la subversión, 
contra la delincuencia común y el narcotráfico) a partir de los videos suministrados por el 
Ministerio de Defensa, el DAS y la Policía” (Restrepo, 2003). 
A pesar de que los medios difundieron como noticias las denuncias de las organizaciones 
defensoras de derechos humanos y de algunos familiares de las víctimas, también 
concentraron la atención en la purga realizada en las fuerzas armadas y en los casos de 
Soacha, sin considerar las conclusiones de la alta comisionada de las Naciones Unidas 
para los derechos humanos sobre la sistematicidad y generalización de los crímenes, 
enfocaron la atención en algunos casos, de la misma manera que lo venían haciendo 
antes del escándalo, como si se tratara de hechos aislados. El mismo hecho de que se 
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recurra reiteradamente al apelativo “Falsos positivos” denota un eufemismo que, en 
buena medida, oculta las características atroces de los hechos (Melo Rodríguez, 2011, p. 
29). 
Incluso, cuando los medios presentaban como noticia la extensión nacional del fenómeno 
criminal, la forma de presentarlo se hacía rutinaria y anecdótica, la superficialidad y 
parcialidad de la noticia hace que el hecho tome la apariencia de insignificante, “como la 
percepción así emitida se limita a lo presente, parcialmente visto, la guerra asume la 
insignificancia de lo anecdótico” (Restrepo, 2003) 
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